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Resumen Ejecutivo 

 

“Señor Presidente, ¿cuándo tendré mi piso?” 1 

A pesar de la existencia de otros y muy diversos problemas, el acceso a la vivienda 

supone un auténtico quebradero de cabeza para aquellos que, por suerte o por desgracia, 

desean independizarse. En las encuestas, el encarecimiento de los precios es el principal 

problema de los españoles; en la calle, el acceso a una vivienda supone una auténtica carrera 

de obstáculos; en los platós de televisión, sin embargo, el problema de la emancipación 

únicamente sirve para poner en aprietos al Presidente del Gobierno.  

¿Qué hay de cierto en la mediatización del problema? ¿Es realmente difícil acceder 

a una vivienda? Si lo es, ¿por qué? ¿Puede la Administración dar respuesta a este problema 

de forma eficaz y, siendo más exigentes, de forma eficiente? ¿O es la intervención fáctica 

un problema al libre funcionamiento del mercado? En las páginas que siguen hemos 

intentado dar respuesta a estas y muchas otras consideraciones. 

Podemos argüir, en una primera reflexión, que el problema de acceso a la vivienda 

se debe a su encarecimiento en los últimos años. Pero, ¿cómo? Pues bien, el encarecimiento 

ha sido motivado por un increíble aumento de la demanda especulativa no habitacional (es 

decir, gente que invierte para no habitar y revender), al mismo tiempo que el sustituto 

mercado del alquiler se ha mostrado descoordinado y poco preparado para dar cabida a 

aquellos desdeñados por la propiedad.  

Ante esta situación, el Estado tenía dos opciones: intervenir en el mercado o 

permitir el libre albedrío. La creación de Viviendas de Protección Oficial y el incentivo al 

alquiler han sido los estandartes de la intervención pública en estos últimos años. Las VPO 

no han podido dar cabida a la totalidad de la demanda, precisamente por la restricción en la 

capacidad financiera estatal que impide tal nivel de inversión. La discriminación por nivel 

de renta y la alta movilidad de los inquilinos se hacen imprescindibles. 

Mientras, el alquiler, cuyo futuro es casi panaceico, se enfrenta a diversos retos. La 

nula protección contractual y la baja rentabilidad suponen serias trabas a la salida de pisos 

al mercado. La potencialidad de este tipo de tenencia es conceptualmente prometedora: 

consumo de vivienda a precios más bajos. 

                                                 
1 Pregunta formulada al Presidente del Gobierno por uno de los participantes del programa televisivo 
“Tengo una pregunta para usted”, emitido por Televisión Española. 
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0. Introducción 

 

¿Realmente, cuál es el problema de la vivienda? Un largo periodo de diez años de 

fuerte inflación de precios en el mercado inmobiliario de la mano de un aumento del salario 

medio más modesto: entre el año 1997 y 2006, los salarios medios en Cataluña crecieron un 

30%, mientras que los precios medios de la vivienda subieron un 245%, pasando de los 

1500 euros/m2 a los 3280 euros/m2.2 

Ante este problema, economistas de prestigio (ya independizados) preguntan: ¿y 

qué? Es decir, ¿qué diferencia a la vivienda de otros bienes inflacionistas? ¿A caso no sube 

el precio de los tomates, de las cerezas o del pan? La diferencia radica en dos hechos 

fundamentales. 1. La vivienda es un bien de primera necesidad cuyo consumo no se puede 

sustituir y 2. El derecho a su acceso está reconocido en la ley máxima del ordenamiento 

jurídico español, la Constitución. El panorama, siendo así, cambia sustancialmente.  

 

Nuestro enfoque seguirá el siguiente camino: 

 

En la primera parte nos centraremos en destacar las características, situación y 

coyuntura del mercado de vivienda libre. La naturaleza de este mercado es el origen de los 

males que, según se dice, achaca el acceso a una vivienda en España. Abriremos en canal el 

conjunto del mercado español, distinguiremos entre mercado de alquiler y mercado de 

propiedad y destacaremos sus particularidades. 

Llegados a este punto iniciaremos un segundo gran bloque que engloba las políticas 

más importantes que se llevan a cabo por parte de la Administración. La creación de 

Viviendas de Protección Oficial (VPO en adelante), las oportunidades del mercado del 

alquiler y la viabilidad de otras políticas públicas serán los temas que centrarán nuestra 

atención en las páginas siguientes.  

Cada uno de ellos seguirá una estructura analítica homogénea. Primero dibujaremos 

el perfil positivo de la política, las premisas necesarias para su puesta en práctica y sus 

mecanismos más generales. A continuación cotejaremos la posibilidad de analizar cada una 

de las iniciativas desde un enfoque normativo, valiéndonos de los incentivos que ellas 

mismas motivan. Elaboraremos, en esta segunda parte de cada política, un mapa en el que 

estén representados los comportamientos de los agentes racionales y de cómo las políticas 

públicas los modifican.  

                                                 
2 Pacte Nacional per l’Habitatge 2007-2016 
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Bajo nuestro punto de vista, el doble análisis entre “lo que es” y “lo que debería 

ser” potencia de forma inimaginable la implicación de los miembros del grupo en el tema. 

Es esta bicefalia positivo/normativo la que enriquece el atractivo académico del trabajo y la 

que es de obligado cumplimiento para aquellos economistas que, parafraseando a Marx, no 

solamente quieren analizar el mundo sino que pretenden cambiarlo.   

 

Iniciamos pues, llegados a este punto, nuestro estudio sobre la respuesta pública al 

problema de la vivienda. 
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1. La vivienda libre y los problemas de accesibilidad 

 

Antes de analizar la vivienda protegida, realizaremos un breve análisis sobre la 

situación de los pisos de libre mercado. Estudiar el problema antes de aplicar la posible 

solución. 

Entre 2000 y el 2005, se produjo una auténtica febre d’or inmobiliaria. En estos cinco 

años, el incremento del precio de los pisos se situó entorno del 180% según datos del 

Ministerio de la Vivienda. Sin embargo, a partir de finales del 2006, los datos muestran que 

el sector inmobiliario está viviendo una fase de leve moderación de sus precios. Varios 

informes señalan la dificultad de vender piso con tanta celeridad. Los medios de 

comunicación titularon el apagón de Astroc3, que supuso un descenso de un 6% de los 

principales valores inmobiliarios en la jornada del 24 de abril del 2007, como el principio 

del fin. A pesar del empeño de los medios, parece muy atrevido anunciar una crisis en el 

sector. “Suave aterrizaje”, como mucho. 

Igualmente, este encarecimiento –hoy, más o menos frenado– ha repercutido 

directamente a las pequeñas economías domésticas. Según el Indicador de Esfuerzo para el 

Acceso y Financiación de la Vivienda en Propiedad4, el esfuerzo para adquirir vivienda se 

ha duplicado en poco menos de seis años. El 121,65% de marzo de 2007 quedaba muy 

lejos del 63,96% de diciembre de 2001. 

Para la familia española estándar, entre el 39,5% y el 46%5 de su renta está 

destinada a los gastos de adquisición de primera vivienda: el esfuerzo financiero más alto 

desde 1993. La peor accesibilidad se debe a que el encarecimiento de los pisos ha más que 

compensado la política de los tipos de interés baratos6. 

 

Obviamente, esta mancha no se expande uniformemente sobre el mercado español. 

Tomando como referencia a las diecisiete Comunidades Autónomas, hemos dividido la 

renta bruta disponible7 por el precio medio del metro cuadrado de la vivienda libre8. 

                                                 
3 En esa jornada, la cotización de Astroc se desplomó acumulando pérdidas del 60% del valor inicial 
desde que la semana anterior se publicasen los primeros datos de su auditoria. 
4 Informe del primer trimestre de 2007 de la Asociación Hipotecaria Española (AHE). El indicador está 
en base al año 1990 (=100%) 
5 Informe de la inmobiliaria Metrovacesa (2005).  
6 En diciembre de 2005, el BCE inició una política monetarista restrictiva. En el 2007, el euribor ya ha 
sobrepasado la cota del 4%. 
7 Censo de Población y Vivienda (INE-2001) 
8 Ministerio de Fomento (2001) 
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Aislando el efecto renta, podemos inferir la accesibilidad relativa de cada 

comunidad: 

 

ACCESIBILIDAD9 €/m2 RBD/cápita Cociente Índice 

Madrid 1.973,78 15.228 771,51 69,25 

País Vasco 1.900,44 15.875 835,33 74,98 

Cataluña 1.553,95 14.434 928,86 83,38 

Baleares 1.525,95 14.259 934,43 83,88 

Canarias 1.218,04 11.453 940,28 84,40 

Cantabria 1.183,22 13.000 1098,70 98,62 

Andalucía 914,97 10.171 1111,62 99,78 

TOTAL 1135,12 12.646 1114,07 100,00 

Navarra 1.290,22 15.897 1232,12 110,60 

Castilla y León 1.012,56 12.609 1245,26 111,78 

Asturias 985,89 12.344 1252,07 112,39 

Rioja (La) 1.061,41 14.031 1321,92 118,66 

C. Valenciana 877,26 11.789 1343,84 120,62 

Aragón 1.013,62 13.731 1354,65 121,59 

Murcia 747,4 10.429 1395,37 125,25 

Galicia 800,08 11.209 1400,98 125,75 

Castilla-La Mancha 681 10.691 1569,90 140,92 

Extremadura 557,25 9.574 1718,08 154,22 

 

Madrid, País Vasco y Cataluña son las comunidades con mayores dificultades para 

acceder a la vivienda. Curiosamente, son las regiones con una renta disponible por cápita 

relativamente mayor. Siguen las comunidades insulares, Baleares y Las Canarias, cuyos altos 

precios en relación a la renta se podrían deber a la presión del turismo.  

 

Vistos los síntomas, pasemos al diagnóstico. 

 

Como en muchas polémicas económicas, no existe un consenso general acerca de 

las posibles causas de este galopante encarecimiento de los pisos en España. Para 

desentrañar los motivos de este ascenso, nos hemos basado en los estudios de García 

Montalvo. 

En primer lugar, el autor divide los factores de las variaciones en el precio en 

fundamentales y no fundamentales. Los primeros analizan la vivienda como si fuese solamente 

un bien de consumo, es decir, su precio depende de variables corrientes y mesurables 

(oferta de suelo, tipos de interés, renta por cápita familiar, tasas demográficas...). En 

                                                 
9 Debido a la escasa importancia del alquiler y a la difícil recopilación de datos, no hemos incluido los 
precios de vivienda de alquiler en la realización del índice. 
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contraposición, los factores no fundamentales son aquellos que se refieren básicamente a las 

expectativas especulativas de los inversores. La grieta entre el precio final y la influencia de 

los factores fundamentales corresponde a lo que vulgarmente se denomina “burbuja 

inmobiliaria”.  

 

Empecemos por los fundamentales. 

 

En el lado de la demanda, es indudable que la disposición a pagar del consumidor 

medio ha ido aumentando por una larga sucesión de causas: bajada de los tipos de interés, 

mayor accesibilidad de los préstamos hipotecarios, escaso endeudamiento inicial de las 

familias españolas, aparición en el mercado de la generación del Baby-Boom, reducción del 

paro, mayor inmigración europea e internacional10, aumento de las segundas residencias y 

disminución del tamaño medio de las familias, entre otros muchos factores. 

Otro argumento curioso pero tan válido como los anteriores es que las grandes 

ciudades españolas se han revalorizado gracias a una mayor inversión en infraestructuras y 

al establecimiento de empresas extranjeras. Dicho de otro modo, que ya no es lo mismo 

vivir en la gris Barcelona de Porciones que en la ciudad postolímpica actual. Obviamente, 

esta diferencia se paga. 

Para finalizar con este vasto repaso de los factores fundamentales de demanda, cabe 

mencionar la obstinada predilección de los consumidores a comprar antes que a alquilar. 

“Spain is different”: sólo el 11% de la tenencia inmobiliaria se produce en condiciones de 

alquiler. Cifra absolutamente irrisoria si la comparamos con los países del norte de Europa. 

En primer lugar, esto se debe a los incentivos que se crean con el marco legal 

vigente. Las desgravaciones fiscales y las subvenciones y ayudas directas se conceden 

únicamente a la propiedad de vivienda, incentivo que actúa directamente en detrimento del 

alquiler. Además, los contratos entre propietario e inquilino son asimétricos y favorables a 

este último, otro motivo que debilita el castigado mercado de alquileres en España. Cabe 

señalar, por último, que entre los consumidores domina una percepción, más o menos 

fundamentada y respaldada por los altos precios de alquiler, que es más rentable invertir en 

propiedad que alquilar. 

En el lado de la oferta, no es tan fácil determinar los ingredientes con tanta certeza. 

Por ejemplo, se acostumbra a argüir que la curva es altamente inelástica debido a la escasez 

de suelo urbanizable. Argumento teóricamente irrefutable, pero cuestionado con datos en 
                                                 
10 La inmigración tiene un peso relevante en las regiones más turísticas y/o prósperas. Véase el caso de 
Canarias y Baleares en la tabla de accesibilidad. 
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la mano. Según las mismas estadísticas del Ministerio de Vivienda citadas anteriormente, se 

construyeron 525.331 nuevas viviendas en el año 2003, 586.092 en 2004 y 612.066 en el 

2005. Números que ponen en tela de juicio la baja elasticidad de la oferta en el caso 

español.  

Hemos calculado la oferta relativa de cada comunidad para validar –o rechazar– 

este reiterado argumento: 

 

OFERTA DE 
VIVIENDA11 

Stock de 
viviendas 

Población Stock/población Índice 

País Vasco 890.409 2.082.587 0,43 83,33 

Madrid 2.479.510 5.423.384 0,46 89,11 

Navarra 259.017 555.829 0,47 90,82 

Andalucía 3.532.662 7.357.558 0,48 93,58 

Galicia 1.308.922 2.695.880 0,49 94,63 

Asturias 523.917 1.062.998 0,49 96,06 

Murcia 592.813 1.197.646 0,49 96,47 

Canarias 851.810 1.694.477 0,50 97,98 

TOTAL 20.958.000 40.847.371 0,51 100,00 

Cataluña 3.315.936 6.343.110 0,52 101,89 

Cantabria 284.380 535.131 0,53 103,57 

Extremadura 574.099 1.058.503 0,54 105,71 

Aragón 655.055 1.204.215 0,54 106,02 
Castilla-La 
Mancha 

986.666 1.760.516 0,56 109,23 

Rioja (La) 156.040 276.702 0,56 109,91 

Castilla y León 1.450.676 2.456.474 0,59 115,10 

Baleares 502.149 841.669 0,60 116,28 

C. Valenciana 2.548.611 4.162.776 0,61 119,33 

 

Según la hipótesis, la correlación entre oferta y accesibilidad tendría que ser 

fuertemente positiva. En nuestro caso12, la correlación es del 0,382. Conclusión: la oferta 

del mercado español de vivienda tiene una escasa influencia en los altos precios de los 

pisos. 

Economistas, como el mismo García Montalvo, también ponen en duda la llamada 

falacia de los precios del suelo. Se dice que los precios finales de la vivienda son elevados 

debido a que los precios del suelo urbanizable también lo son. Falso. Existe correlación 

pero no de causalidad, como comúnmente se piensa, sino de consecuencia. Los tenedores 

de suelo cobran un precio alto porque saben que el precio de las viviendas también lo será. 

                                                 
11 El stock de viviendas y la población son datos extraídos del Censo de Población y Viviendas (2001) 
del INE. 
12 Para calcular la correlación, hemos emparejado los índices de oferta y accesibilidad de cada CA. 
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Una decisión que no afecta al precio final, pero que sí repercute en la distribución final de 

los beneficios. 

Partiendo del mismo argumento, tendríamos que absolver a los ayuntamientos de 

tener influencia alguna en el encarecimiento de la vivienda. Es habitual oír que las subastas 

de suelo público, práctica empleada por la mayor parte de los consistorios, supone una 

mayor carga en los costes de adquisición de suelo en comparación con los concursos y esto 

afecta negativamente al precio final de nueva vivienda. Lo único que hacen los 

ayuntamientos es incrementar sus ingresos a costa de una actividad en expansión. Sin 

subastas, el precio sería el mismo pero habría un trasvase de ingresos del ayuntamiento –en 

términos de coste de oportunidad– a los promotores inmobiliarios. 

 

Para concluir, podríamos decir que, de entre todos los factores fundamentales, los que 

han repercutido más intensamente en el encarecimiento de los pisos han sido los cambios 

en la demanda. Como ya hemos visto, el efecto de la oferta es más ambiguo y discutido. 

Son muy pocos los economistas que niegan la existencia de la burbuja inmobiliaria, 

es decir, creen que el encarecimiento sólo se debe a los factores fundamentales ya 

mencionados.  

Sin embargo, la gran mayoría considera que las causas no fundamentales –aquellas que 

responden a los espíritus animales de los inversores– han influido en el vertiginoso 

encarecimiento de la vivienda. Divergen, eso sí, en su significación. 

Balmaseda (2002) situaba la sobrevaloración en un 28%. Martínez-Pagés y Maza 

(2003), en un 43% mientras que García Montalvo (2003), en un 28,5%. Las grandes 

entidades económicas también han realizado sus apuestas. La OCDE (2005) situaba la 

burbuja cerca del 13%. El FMI (2005), entre un 20 y 30%. Y el BCE, en un 30%. Hasta la 

prestigiosa revista “The Economist” se ha atrevido a decir que el tamaño de la burbuja se 

situaba entre el 30% y 50% en el 2003. 
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2.  La respuesta pública 

 

El análisis de la vivienda libre en España nos ha servido para conocer sus 

principales características y su estructura general. Recuerde el lector, a modo de resumen, 

que el encarecimiento de la vivienda ha entorpecido su accesibilidad: los gastos 

relacionados con la vivienda ocupan una mayor proporción del salario medio. También 

señalar que es la demanda, y no la oferta, el factor que más ha contribuido a la escalada de 

precios. El aumento de la disposición a pagar del consumidor y las expectativas de los 

inversores han sido las causas que han presionado la curva de la demanda.  

A partir de aquí, el propósito de este proyecto es analizar las diferentes respuestas 

públicas de que se puede valer la Administración para atenuar la subida y facilitar la 

accesibilidad. Nuestro trabajo se delimita al caso español y las alternativas y críticas que 

realizamos se sitúan únicamente en este contexto a pesar de que pueden ser generalizables a 

otros países. 

En primer lugar, hacemos una descripción de la política directa de vivienda: los 

pisos de protección oficial. Detallamos sus más importantes rasgos y su evolución. Y, una 

vez hecho este trabajo de recopilación, describimos el sistema de incentivos implícito en 

este mecanismo y, partiendo de él, proponemos alternativas y medidas correctivas para 

mejorar su función. 

A continuación, centramos nuestra atención en el mercado de alquiler. A pesar de 

su infravaloración, es uno de los activos que pueden ayudar a los ciudadanos a mejorar sus 

perspectivas de acceso a la vivienda. Como pasaba con la vivienda protegida, haremos un 

estudio normativo de las distintas medidas gubernamentales que pueden ayudar a mejorar 

un mercado de alquiler muy castigado.  

La política directa y el mercado de alquiler son las principales bazas que tiene la 

Administración para solventar el problema de la vivienda. Aún así, hemos incluido un 

último apartado donde se especifican determinadas políticas emprendidas por 

determinados Estados europeos para compararlas con el caso español. Mirar más allá de los 

Pirineos nos puede ayudar a aprender novedosas herramientas que complementen las dos 

ya mencionadas políticas de vivienda. 
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2.1. Viviendas de protección oficial 

 

A continuación exponemos una breve síntesis de todos aquellos aspectos que 

conforman y definen la principal vía de intervención directa a cargo de la Administración 

central y de las Comunidades Autónomas. El Plan de Vivienda 2002-2005 establece dos 

requisitos para considerar la categoría de "Vivienda Protegida":  

 

- En las viviendas de protección oficial de régimen especial el precio máximo de venta por 

metro cuadrado de superficie útil no podrá exceder de 1,40 veces el Precio Básico 

Nacional. En las viviendas protegidas de precio general no podrá exceder de 1,60 veces el 

dicho Precio y, en las de precio concertado, de 1,80 veces. El Precio Básico Nacional es la 

cuantía en euros por metro cuadrado de superficie útil, que sirve como referencia para la 

determinación de los precios máximos de venta de las viviendas protegidas. Aun así, cada 

comunidad autónoma podrá establecer dentro de este marco los precios máximos de venta 

por metro cuadrado de las diferentes viviendas de protección oficial. 

- La superficie útil máxima debe ser de 90 metros cuadrados, excepto para las familias 

numerosas y discapacitados, la cual se amplía a 120 metros cuadrados. 

 

Hemos considerado necesario hacer una distinción de los diferentes tipos de 

viviendas protegidas, a efectos de la gestión de las ayudas financieras:  

- Viviendas de protección oficial de régimen especial 

- Viviendas protegidas de precio general 

- Viviendas protegidas de precio concertado o tasado 

  

Estos diferentes regímenes se establecen, como hemos indicado anteriormente, en 

función de su precio máximo de venta por metro cuadrado de superficie útil y de los 

ingresos máximos de los beneficiarios de esas viviendas13.   

 

Y para poder comprender mejor la situación de este tipo de vivienda, a 

continuación haremos referencia a su historia haciendo referencia a las tres últimas décadas, 

desde el Franquismo y la Transición Democrática hasta el día de hoy. 

                                                 
13 Equip d’Assessorament per a la Rehabilitació d’Habitatges (EARHA) (Setiembre 1994), Una demanda 
social dels joves: els habitatges protegits Politiques 8 Barcelona Pág. 9-11 
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Las políticas de vivienda durante el Franquismo y la transición 

 

Realizando una visión general a la etapa correspondiente a los años de dictadura 

franquista, consideramos que la línea de actuación del gobierno fue esencialmente de 

reacción a situaciones de urgencia y con escasa planificación. Las mayores actuaciones se 

llevaron a cabo para paliar los problemas de vivienda que se daban en las zonas industriales 

en crecimiento con el fin de alojar a los emigrantes procedentes del campo. 

Por lo que respecta a la promoción privada de las viviendas protegidas, se 

caracterizó por centrar las ayudas en los promotores a través de las llamadas “ayudas a la 

piedra”, mientras que se dejaba de considerar las circunstancias sociales de los adjudicatarios 

y el fraude caracterizaba todo el proceso de asignación de VPO. 

Las verdaderas razones que movían a las autoridades a desarrollar estas políticas de 

vivienda social tenían como principal objetivo el garantizar la paz social, pues favorecer el 

acceso a la propiedad era una forma de integración al régimen de aquellos que lo 

conseguían. 

En esta época no existió programación ni planificación de las viviendas y los 

organismos públicos fueron totalmente ineficaces y, además, la calidad de las 

construcciones era muy deficiente. En relación a la adjudicación, cabe destacar la 

discrecionalidad de las mismas, pues no se tenía en cuenta el nivel de renta de los 

adjudicatarios. 

A partir de 1975, con la muerte de Franco, se inició en España una transición 

democrática que culminó con la promulgación de la Constitución de 1978. Tomando como 

referencia las experiencias de Europa Occidental, la política de vivienda se transformó y se 

prestó especial atención en la persona adjudicataria de la vivienda y a sus condiciones 

socioeconómicas. Este cambio de orientación se manifestó por primera vez en 1976 con la 

normativa sobre “Viviendas sociales”, donde el Estado subsidiaba parte de los intereses, se 

establecieron nuevas normas de diseño y calidad de las viviendas y se fijó un precio 

máximo de venta. 

Este proyecto fracasó por la subida de precios, la fuerte subida de los tipos de 

interés y el retraimiento de la demanda. Además, con la liberalización del sistema 

financiero, a través de la eliminación de los coeficientes de inversión obligatoria en 

préstamos de regulación especial de las cajas de ahorros, desapareció la principal fuente de 

financiación de la política de vivienda. 
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En 1978 apareció por primera vez la denominación “Viviendas de Protección Oficial” 

(VPO), estableciéndose los precios máximos a través de módulos y garantizando un 

beneficio notable del promotor que le sirviera como incentivo. 

 

La década de los ochenta 

 

El contexto económico de España en los años ochenta se caracterizó por una 

fuerte crisis económica y social: período inflacionista y aumento del paro. Una de las 

medidas económicas llevadas a cabo fue la liberalización del sistema financiero y la 

eliminación de los coeficientes de inversión obligatoria de las cajas de ahorros. Pero, puesto 

que hasta entonces éste había sido el principal medio de financiación de las VPO, esta 

medida comportó la paralización parcial del mercado de vivienda protegida. 

Como respuesta, se aprobó el Plan de la Vivienda Trienal de 1981-1983, 

estableciéndose un sistema de convenios con cajas y bancos privados en virtud de los 

cuales, éstos concedían préstamos a intereses más bajos que los del mercado. El Plan de la 

Vivienda Cuadrienal de 1984-1987 fue una continuación respecto el anterior y  estableció un 

nuevo sistema de gestión que tenía en cuenta el proceso de transferencias. En este período, 

la economía española se hallaba en expansión. La renta per cápita había aumentado y la 

oferta del mercado inmobiliario no protegido se había reactivado  mientras que la política 

pública de vivienda se había ido debilitando. Se aprobó el Real Decreto 1949/1987 que 

redujo substancialmente las actuaciones protegibles, se personalizaron las ayudas y se 

obligó a las Comunidades Autónomas a financiar las subvenciones. 

 

La década de los noventa 

 

A inicios de los noventa, se daba una situación de crisis tanto en ritmo de 

construcción de nuevas viviendas como en la política misma de VPO, consecuencia del 

deseo de la Administración central de disminuir el coste presupuestario. 

En este contexto inflacionista (1987-1989), aumentaron de forma espectacular las 

solicitudes de descalificación de las VPO, permitiendo así que los propietarios  pudieran 

obtener un cuantioso lucro vendiéndolas a precio de libre mercado. 

Entre los numerosos Planes de Vivienda llevados a cabo, destacaremos aquellos 

que fueron más relevantes. 
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Con el Plan de la Vivienda Cuadrienal 1992-1995, se propuso un convenio entre la 

Administración central y cada una de las autonomías: a la primera le correspondía la 

elaboración del Plan de la Vivienda y el establecimiento de los instrumentos financieros y, a 

las segundas, por su parte, podían incluir su propio plan de ayudas a la vivienda, el número 

de actuaciones protegibles aumentó así como los recursos aportados. Pero la gran novedad 

fue el establecimiento de una nueva línea de financiación de Viviendas Libres a Precio Tasado, 

con un control administrativo mínimo y precio tasado superior al precio máximo de las 

VPO. Asimismo, estas viviendas no estaban sujetas al periodo de protección de 30 años, como 

las VPO. 

El Plan de la Vivienda Cuadrienal 1998-2001 se aprobó en un contexto histórico en el 

que los dos sectores decisivos en el mercado de la vivienda, el de la construcción y el 

financiero-crediticio, se hallaban en clara expansión. Coexistía una oferta de préstamos 

hipotecarios con tipos de interés muy bajos con unos precios de la vivienda que iban en 

aumento. Se empezaba a hablar de “burbuja inmobiliaria”.  Se abandonó el sistema de 

módulos para fijar el precio máximo y se introdujo el concepto de Precio Básico a nivel 

nacional, en torno al cual, se establecían un margen de actuación de las CC.AA. Apareció 

una nueva tipología de viviendas, las Viviendas Declaradas Protegidas (VDP), situándose entre 

las VPO y las viviendas libres, con financiación menos privilegiada y un precio máximo de 

venta era superior. Además, con este plan se vinculó el periodo de duración del régimen de 

protección de las VPO (y VDP) al plazo de duración de la amortización del préstamo 

hipotecario.  

Y, finalmente, el reciente Plan de la Vivienda Cuadrienal 2002-2005, donde se ha 

eliminado la figura de las VDP, volviéndose, otra vez, al régimen único de VPO. Una de las 

principales medidas que aporta este Plan es la fijación de un nuevo precio básico, bastante 

superior al anterior, y un margen, también mayor, a las Comunidades Autónomas para 

aumentarlo.  

Hasta ahora hemos analizado la progresión en el tiempo que ha seguido la 

legislación  referida a las Viviendas de Protección Oficial y, a continuación, completaremos 

este análisis normativo con una descripción detallada de la situación actual así como del 

proceso que se sigue para la creación de este tipo de vivienda, desde su aprobación hasta su 

posterior edificación y adjudicación a los solicitantes, gracias a la entrevista concedida por 

un representante del sector en el ámbito local, concejal de urbanismo del Ayuntamiento de 

Les Franqueses del Vallès, el Sr. José Ramírez. 
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En primer lugar, conviene tener claro cuáles son las competencias vigentes de los 

ayuntamientos en la construcción de las viviendas de protección oficial.  Según nos explicó 

el Sr. Ramírez, los ayuntamientos disponen de plena potestad y competencia para decidir la 

construcción de las viviendas. Por ello, el primer paso que se sigue es la discusión y 

aprobación por parte del equipo de gobierno. Éste debe estudiar la disponibilidad de suelo 

destinados a tal efecto, es decir, suelo de propiedad municipal, urbanizable y calificado 

como suelo de equipamiento. 

Cuando el proyecto ya está aprobado por el equipo de gobierno, el siguiente paso 

es la solicitud al Departamento de Vivienda de la Generalitat, quien debe otorgar la 

calificación de protección oficial. Este Departamento, a su vez, depende de la autorización  y 

reconocimiento del Ministerio de la Vivienda de Madrid (Ministerio de Fomento), quien 

concede la calificación definitiva, siempre sujeto a la ley de viviendas de protección oficial 

del Estado español. Es decir, aunque las competencias en materia de vivienda 

corresponden a cada Comunidad Autónoma, el Ministerio de Fomento establece una serie 

de pautas, que podrán ser modificadas.  

Después de la aprobación, la construcción puede efectuarla el Departamento de 

Vivienda con previa cesión del terreno a la Generalitat por parte del Ayuntamiento o bien, 

realizarla el propio Ayuntamiento incurriendo él con todos los gastos. No obstante, en uno 

y otro caso, se debe estar sujeto y cumplir con el precio máximo por metro cuadrado 

marcado por el gobierno central y publicado en el BOE. Si el Ayuntamiento opta por la 

segunda opción,  deberá contratar mediante concurso público la empresa privada encargada 

de realizar las obras. 

 

Paralelamente a la construcción de los citados pisos se abre la convocatoria para 

adjudicarlos mediante la publicación de las correspondientes bases, cuyo texto es redactado 

por el equipo de gobierno municipal. Dicho texto recoge los requisitos indispensables para 

poder acceder al sorteo. Estos requisitos, modificados en el nuevo Plan de Vivienda 2002-

2005, se refieren sobre todo a las rentas familiares. Entre ellos, podemos destacar los 

siguientes:  

- Las unidades familiares que deseen acceder deben tener ingresos inferiores a 5,5 veces el 

salario mínimo interprofesional (S.M.I.) si se trata de viviendas protegidas de régimen general y 

inferiores a un 6,5 si se trata de viviendas protegidas de régimen especial y de precio 

concertado. 
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-Para las familias numerosas, los límites de ingresos se incrementan hasta un 20%. Y en el 

caso de ingresos menores al 1,5 veces el S.M.I., se intensificarán las ayudas.  

- El adquirente o adjudicatario no puede ser titular del pleno dominio o de un derecho real 

de uso o disfrute sobre alguna otra vivienda protegida, ni lo haya sido en la misma localidad 

en los dos años inmediatamente anteriores a la solicitud. Tampoco podrá ser titular sobre 

alguna otra vivienda libre. 

Además de estos requisitos que vienen establecidos en la correspondiente 

normativa estatal, cada ayuntamiento puede establecer otros más específicos sujetos a las 

diferentes normativas autonómicas, como por ejemplo, un mínimo de años de residencia 

en el municipio, edad del solicitante, composición familiar o grupo de convivencia, etc. 

Todas las personas solicitantes deben tener en cuenta y considerar una serie de 

aspectos que deberán ser obligatorios una vez se ha concedido la vivienda. Así, las 

viviendas de protección oficial deberán ser destinadas a residencia habitual y permanente 

del propietario o, en su caso, del inquilino, y deberán ser ocupadas por el mismo dentro de 

los plazos establecidos en la legislación aplicable. Además, las viviendas en cuestión, se 

hallan sometidas a una serie de limitaciones; entre otras, y dependiendo de lo regulado por 

cada Comunidad Autónoma, se establecerá un periodo durante el cual la vivienda no podrá 

ser transmitida a un tercero y, en caso de hacerlo transcurrido ese plazo, se deberá vender 

por un precio limitado, que será fijado por cada una de ellas, pero que no podrá superar en 

ningún supuesto el doble del precio inicial de la vivienda, una vez actualizado mediante la 

aplicación del IPC. 

 

Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán establecer sobre las viviendas 

calificadas como protegidas, derechos de tanteo y retracto, es decir, que para proceder a su 

venta deberán ser previamente ofrecidas por el propietario a la Administración 

correspondiente, quién dispone de un plazo determinado para decidir si la quiere o no. En 

caso de que decida no hacer uso de ese derecho de adquisición preferente, el propietario de 

la vivienda protegida podrá transmitirla, siempre y cuando cumpla con las demás 

limitaciones establecidas, entre otras, su precio máximo de venta. 

Siguiendo con el proceso de solicitud y adjudicación,  una vez recibidas las 

solicitudes y cerrado el plazo, se confeccionan las listas de los admitidos y no admitidos y, 

posteriormente, se efectúa el sorteo entre los admitidos.  Cabe señalar que normalmente 

existen tres listas para la adjudicación de los pisos: la lista a corresponde a jóvenes menores 
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de 30 años, la b, a familias y la c, a discapacitados. En todas las edificaciones se reservan 

pisos destinados a estas tres categorías.  

Las personas que en el sorteo no hayan resultado seleccionadas pasarán a formar 

parte de una lista de reserva que servirá para acceder a aquellas viviendas que queden 

vacantes de las promociones sorteadas, ya sea por incumplimiento de los requisitos de la 

persona seleccionada o por renuncia. 
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2.1.1. La radiografía: El sistema de incentivos 

 

Los inicios 

En este apartado, procuraremos desvelar los incentivos de los principales agentes 

involucrados en la planificación, construcción y adjudicación de los pisos de protección 

oficial. 

Como hemos visto anteriormente, el proceso se inicia cuando el ayuntamiento 

dedica una parte de su suelo urbanizable a la construcción de vivienda protegida. Esta 

decisión entraña un importante coste de oportunidad: los ingresos derivados de su 

hipotética venda mediante subasta pública. Las arcas de los consistorios, pues, soportan un 

esfuerzo nada menospreciable en términos de oportunidad.  

Siguiendo el mismo criterio coste-beneficio, cabe resaltar los pocos incentivos que 

comporta la política directa de VPOs. En primer lugar, los gravámenes al mercado libre 

conllevan unos ingresos muy destacados en relación al tamaño total de la tarta presupuestaria. 

La siguiente tabla, de elaboración propia, muestra la proporción de los principales 

impuestos relacionados con la vivienda y construcción en comparación al presupuesto total 

de las tres grandes ciudades españolas:  

 

(en millones de €) (1) (2) (3) Presupuesto total % 

Barcelona 349,8 83,60 33,7 1.935,68 24,1% 

Madrid 594,8 233,97 145,08 4.970,65 19,6% 

Valencia 161,41 26,03 16,5 683,47 29,8% 

(1) Impuesto sobre bienes inmuebles (IBI) (2) Impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos 
(3) Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras (Datos del 2006) 

 

Si las tres tasas ya tienen un relevante peso en el presupuesto total, su importancia 

es aún mayor considerándola en el contexto de los impuestos directos e indirectos: su 

contribución a este tipo de tasas se eleva entorno al 65-70%. 

El lector podría pensar que esta alta carga impositiva acaba repercutiendo 

significativamente en el precio final de las viviendas, encareciéndolas. Sin embargo, 

partiendo de la argumentación de García Montalvo14 antes expuesta, cabe recordar que esta 

tributación sólo supone un trasvase de una parte de los beneficios privados a las arcas 

públicas sin alterar el precio final. 

                                                 
14 García Montalvo, “Algunas reflexiones sobre la tributación y las desgravaciones de la vivienda” (2005) 
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De esta primera parte del análisis, podemos deducir que la Administración, y más 

aún en los niveles municipales, tiene poderosos incentivos en no construir pisos de 

protección oficial básicamente porque no le interesa dañar ni sustituir una actividad que 

tantos ingresos le reporta. 

Llegados a este punto, uno puede llegar a pensar por qué se construyen viviendas 

de protección oficial si éstas sólo acarrean desventajas para el ente público. Obviamente, 

debe de existir una necesidad por parte de un amplio sector de la población que motiva la 

construcción de pisos protegidos por parte de la Administración.  

Efectivamente. En la encuesta del CIS del primer trimestre del 2007, la vivienda era 

el principal problema que preocupaba a los ciudadanos españoles15. Asimismo, esta 

ansiedad de los ciudadanos españoles se relativiza con datos en la mano. 

En primer lugar, es posible que la influencia de los medios de comunicación haya 

contribuido a este clima de desasosiego nacional. ¿Cómo es posible que uno de los países 

europeos con una mayor tasa de propietarios esté tan preocupado por la accesibilidad a la 

vivienda? 

Las elecciones municipales del 200316 nos acaban de dar la respuesta. En aquellos 

comicios, los partidos gobernantes de las poblaciones donde más se había encarecido la 

vivienda no sufrieron una mayor pérdida de votos en comparación con los de los 

municipios donde el precio había aumentado menos. Por lo tanto, a pesar de encontrarnos 

en pleno auge inmobiliario y a pesar de que los ayuntamientos son el nivel de 

Administración más próximo para resolver el problema de accesibilidad, no hubo castigo 

electoral en materia de vivienda. 

Por este motivo, podríamos decir que el problema de accesibilidad no afecta 

homogéneamente a toda la población. Las capas más pobres de la inmigración y los 

afectados por el mercado laboral (parados de mayor edad, inactivos “desanimados” o 

jóvenes con contratos inestables y poco remunerados) son los dos colectivos principales 

que más requieren de la intervención estatal para el acceso a la vivienda. También se dice 

que la franja poblacional de mayor edad y/o los discapacitados físicos o mentales son 

demandantes de pisos de protección oficial. A nuestro parecer, estos dos grupos sociales 

requieren otro tipo de servicio, más asistencial, por lo que las VPOs quedan fuera del 

alcance de sus necesidades.   

                                                 
15 En realidad, el problema de la accesibilidad de la vivienda ocupaba la primera posición como 
“problema más próximo a los ciudadanos” y la cuarta plaza en cuanto a los “problemas que afectan al 
país”. 
16García Montalvo, “Elecciones y vivienda”, La Vanguardia, 3-06-03. 
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De ese modo, los partidos políticos se enfrentan a un electorado heterogéneo y sus 

incentivos para la creación de vivienda protegida dependen del perfil del votante medio: la 

presión pública está muy condicionada a la distribución electoral de los dos colectivos que, 

dicho sea de paso, acostumbran a ser minoritarios. 

En último término, cabe señalar que el equipo municipal tiene que decidir entre 

sufragar los costes de la construcción o pedir subvenciones al organismo autónomo 

competente, que en el caso catalán sería el Departament d’Habitatge. He aquí la segunda 

disyuntiva: cuando este órgano costea una parte de los gastos, el ayuntamiento pierde la 

potestad, poco desdeñable, de fijar los criterios de asignación. Es cierto que el gobierno 

central fija unos requisitos mínimos que tienen que cumplir todos los destinatarios, pero los 

ayuntamientos pueden dar el margen necesario (como un mínimo de años de residencia, 

edad, entre otros) para destinar los VPOs al colectivo que más le convenga electoralmente. 

 

La construcción 

Hasta el momento, hemos planteado los principales dilemas que se enfrentan los 

agentes, Administración y beneficiarios especialmente, en el período inicial de construcción 

de las viviendas protegidas. Superada esta primera fase, se tiene que emprender su 

edificación.  

La imposibilidad de la Administración de adquirir pisos de libre mercado, y más en 

fases de expansión de éste, obliga al ente público a construir nueva vivienda protegida a 

través de empresas concesionales. Como el mismo Tegnier, subdirector del Departament 

d’Habitatge, nos reconoció, es mucho menos costoso transferir su realización a empresas 

privadas que costearlo todo con una gran empresa pública. 

Debido a que la compra de suelo libre acostumbra también a ser muy cara, la gran 

mayoría de VPOs es emplazada en terrenos del ayuntamiento o en suelo recientemente 

urbanizado para fines sociales. 

Por lo tanto, el perfil más común de la vivienda protegida es que son edificios 

construidos por empresas privadas y situadas en terrenos públicos. Su financiación, 

obviamente, corre a cargo de la Administración. 

Las constructoras privadas tienen pocos incentivos para la construcción de este tipo 

de vivienda ya que su disposición a construir al precio máximo de los módulos existentes es 

escasa. Este problema se acentúa durante los auges inmobiliarios: el diferencial entre precio 

libre y protegido se dispara y el número de VPOs decrece cuando mayor se supone que es 

su demanda. Así se aprecia en una comparativa entre Cataluña y Madrid sobre el número 
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de viviendas acabadas y su tipología. Los datos son una buena muestra para observar la 

relación negativa entre vivienda libre y protegida: 

 

Cataluña 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Madrid 

 

 

 

 

 

 

 

La solución para que el parque público de viviendas protegidas no se vea afectado 

por los vaivenes del mercado pasa por garantizar a las constructoras la misma rentabilidad 

que obtendrían en el mercado, lo cual representaría un alto coste presupuestario. Otra 

respuesta consistiría en conceder los VPOs en régimen de alquiler y no de propiedad. De 

ese modo, el patrimonio de los pisos protegidos del Estado sería más estable y la urgencia 

de construcción en auges inmobiliarios sería menor. Pero eso ya es otro tema.  

 

Asignación y beneficiarios 

Una de las críticas más consistentes en contra del sistema de asignación de 

viviendas protegidas es su concesión en régimen de propiedad. 
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En primer lugar, debido a las restricciones espaciales mencionadas anteriormente, 

resultará cada vez más caro acrecentar el parque público a partir de cierto momento; 

digamos que es “estacionario”. De ese modo, un mecanismo que asigne VPOs en régimen 

de propiedad es insostenible ya que el trasvase de patrimonio estatal hacia hogares privados 

no se puede prolongar indefinidamente.  

Además, es importante decir que la construcción protegida acaba siendo 

infructífera a largo plazo debido a que sólo sirve como uso social una sola vez, no se puede 

reinvertir. Este problema exige al Estado mantener una tasa constante de construcción para 

satisfacer la nueva demanda. 

Añadámosle a todo esto, el hecho de que, especialmente en la década de los 

ochenta, ciertos beneficiarios de vivienda protegida vendieron el piso por un valor mucho 

más alto en comparación al que habían pagado. Su beneficio, siempre en negro, equivalía al 

diferencial de precios entre libre mercado y protegido. Esta actividad lucrativa, 

evidentemente, se producía a costa del esfuerzo del Estado.  

Por este motivo, ha habido duras críticas acerca del elemento redistribuidor de 

riqueza que conlleva. Incluso lo han equiparado con la más simple de las loterías. 

Para solventar tal situación, varios responsables de política de vivienda instauraron 

un nuevo mecanismo corrector: obligar a los adjudicatarios de VPO a vender su piso a la 

Administración al mismo precio que lo compraron pero indiciado. Remedio 

contraproducente con la teoría económica en mano. Los beneficiarios de VPO valoran más 

el piso de lo que ingresarían del ayuntamiento o Administración. Luego, tienen pocos 

incentivos para abandonar los pisos protegidos. Poca movilidad laboral. 

Percatados de tal problema, se perfeccionó el mecanismo: la fijación de un plazo 

mínimo antes de poder vender el VPO al mercado libre. Obviamente, no se resolvía el 

problema del “encadenamiento” ni de los desincentivos a la movilidad laboral.  

En referencia a este tema, el Banco de España17 publicó una clasificación donde se 

comparaba la dinámica del mercado laboral con el régimen de tenencia de vivienda. Los 

inquilinos de los pisos privados forman el grupo laboral más móvil. Detrás de ellos, les 

siguen los propietarios de viviendas libres y, en último lugar, los beneficiarios de las 

viviendas sociales –ya sean propietarios o arrendatarios. 

Ya hemos mencionado el problema de los adjudicatarios de VPO; existe poca 

movilidad entre estos colectivos por el temor a no encontrar viviendas tan asequibles en su 

hipotética destinación laboral. Para los propietarios de vivienda libre, también existe un 

                                                 
17 Boletín económico (1 de junio del 2007)  
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freno –más acentuado si se acarrean aún pagos pendientes, como una hipoteca– a la 

movilidad geográfica. No profundizaremos más en este tema hasta estudiar el mercado de 

alquiler español en el próximo capítulo.  

De esta parte, eso sí, es interesante subrayar el incentivo perverso que se crea en los 

adjudicatarios de VPOs. Partiendo de la base que movilidad y paro son dos variables 

antitéticas, la vivienda protegida puede llegar a “perjudicar” a sus beneficiarios. La 

respuesta es diáfana: los pocos incentivos a abandonar el piso producen unos índices de 

paro mayores a un colectivo que ya se encuentra en una situación laboral precaria. 

En segundo término, muchos economistas emplean el concepto de la trampa de la 

pobreza18 para desacreditar los pisos protegidos. Argumentan que destinar viviendas a las 

capas más desvalidas actúa como incentivo a la pobreza. Su crítica también se cierne sobre 

el hecho de que los parques públicos se acaban convirtiendo en zonas deprimidas al 

agrupar a los colectivos con menor renta; este hecho supone para éstos vivir en un área 

poco dinámica y escasa de oportunidades. 

La poca movilidad, la trampa de la pobreza y el pobre emplazamiento de las VPOs 

tienen un rasgo en común: son buenos propósitos que se acaban convirtiendo en incentivos 

perversos. A la hora de diseñar posibles alternativas al sistema vigente, será muy importante 

contar con el mapa de incentivos de los agentes involucrados. 

 

El papel de las inmobiliarias 

Uno de los agentes que intervienen en el proceso de venta y asignación de viviendas 

de protección oficial son las inmobiliarias19. Éstas realizan básicamente una función 

intermediaria entre el solicitante de VPO, el promotor y la Administración, colaborando en 

la realización de los trámites necesarios por parte del futuro comprador así como la 

coordinación con el vendedor, ya sea público o privado. Para poder analizar los incentivos 

que tiene este sector nos hemos centrado en las ventajas y en los inconvenientes que 

supone el trabajo con VPO así como el análisis de intereses sobre la promoción privada o 

pública de las mismas. 

Desde un punto de vista meramente económico y recurriendo a la comparación de 

la rentabilidad que proporcionan las viviendas procedentes del libre mercado y las VPO, 

podemos destacar el desinterés de las inmobiliarias en poseer clientes que aspiren a la 

                                                 
18 Concepto aplicable también a las ayudas al desarrollo, la condonación de la deuda y a los subsidios de 
paro, entre otros. 
19 El papel de las inmobiliarias depende de las Comunidades Autónomas. En Cataluña, por ejemplo, su 
peso es minoritario. 
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vivienda protegida; claramente los beneficios resultantes son superiores si se trabaja con 

una vivienda común por varias razones que iremos desarrollando, directamente 

relacionadas con las fuertes restricciones existentes en el mercado de VPO.  

El precio máximo de éstas está marcado por los módulos e impide algún tipo de 

beneficio fuera del marco gestor, con lo que las ganancias que obtienen proceden 

exclusivamente de una tarifa de honorarios cobrada al futuro comprador, derivados de este 

trabajo de gestión que realizan y que sirve de gran ayuda en el proceso de solicitud y 

tramitación de la vivienda.  

A pesar de que las VPO benefician a una todavía estrecha franja de la población, la 

intervención de las inmobiliarias en este mercado apenas se ve recompensada con la mejora 

de su imagen exterior, pues, al fin y al cabo, trabajan con un grupo de clientes, los de 

vivienda protegida, que resultan mucho menos rentables que el resto. Es decir, 

considerando que la empresa es socialmente responsable al elegir una opción que no es la 

más rentable para sí, pero que beneficia de forma importante a esta franja de población, 

vemos que esta labor tan cuidada en los últimos años por las empresas prácticamente no se 

aprecia. 

La preferencia entre la promoción privada y pública de la vivienda protegida es 

clara para las inmobiliarias. Por un lado, la promoción pública conlleva una ralentización de 

su actividad a causa del burocratizado sistema administrativo, el trabajo se hace 

notoriamente más lento y arduo. Por otro, la libertad en la negociación con las promotoras 

privadas es mucho mayor  que con las públicas, en las cuales está prácticamente restringida. 

Esta realidad provoca que, al margen de la comodidad que aporta la flexibilidad, siempre 

contemple la posibilidad de obtener mayores beneficios o beneficios no esperados con las 

constructoras privadas, pues las públicas vienen legalmente reguladas desde estratos 

superiores del jerarquizado sistema. 

 

Vivienda protegida, en el contexto de los no beneficiarios 

Los pisos de protección oficial son bienes de goce privado sufragados con fondos 

públicos. Esto significa que la mayor parte de los contribuyentes está financiando un 

servicio del que  no pueden servirse.  

Para ver el alcance de este problema hemos recopilado información presupuestaria 

acerca del gasto público relacionado con el acceso a la vivienda centrándonos en los tres 

niveles de administración: Gobierno Central, CCAA (Cataluña) y Ayuntamiento 

(Barcelona): 
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Nivel administrativo Concepto Importe 

Presupuesto Consolidado 2006 – 
Gobierno Central 

Promoción, administración y 
ayudas para rehabilitación y 

acceso a la vivienda 
999.817.900 € 

Secretaria d’Habitatge 108.009.288,48 € 
Presupuesto 2006 – 
Generalitat de Cataluña Secretaria i direcció general 

(DMAH)20 
3.582.445,52 € 

Promoció Habitatge Social 1.182.124,00 € 

Habitatge i reallotjament 37.600 € 
Presupuesto previsto 2007 – 
Ajuntament de Barcelona 

Compra de sòl 13.445.646,00 € 

 

Para ver la carga presupuestaria, hemos dividido el importe total de cada 

administración por el número de habitantes mayores de 25 años de su territorio21, que es el 

colectivo que soporta la presión fiscal. Para facilitar el análisis, ignoraremos la contribución 

de las sociedades a las arcas del estado. 

 

 
 

Habitantes > 25 años Importe 
Cociente 

España 33.501.688 999.817.900,00 € 29,84 €/hab. 

Cataluña 5.394.699 111.591.733,9 € 20,68 €/hab. 

Barcelona22 1.204.201 14.665.370,00 € 12,18 €/hab. 

   62,7 €/hab. 

 

La conclusión de este sencillo modelo es que un ciudadano de Barcelona “paga” 63 

euros anuales en políticas públicas de vivienda; este importe tiene que ser entendido como 

el coste de oportunidad de dichas políticas y no como una cantidad efectivamente pagada. 

Repare el lector que en este cómputo de costes, no hemos incluido los gastos en términos 

de oportunidad de la asignación de suelo urbanizable al uso social. Este “impuesto” sólo 

beneficia a unas minorías. 

Contra esta apreciación, hay quien objeta que la creación de pisos protegidos 

provoca un aumento de la oferta total y un descenso en la demanda. Siguiendo estos 

supuestos, las VPOs tendrían que repercutir negativamente en los precios del mercado 

libre. 

                                                 
20 La Generalitat ha realizado un cómputo aproximado del importe total de la porción de sueldos y 
salarios del Departament de Medi Ambient i Habitatge que corresponde a la Secretaria d’Habitatge. 
21 Datos provisionales del padrón publicado por el INE a fecha 1 de enero de 2007. 
22 En este caso, debido a la escasez de datos poblacionales, hemos calculado la distribución relativa de la 
población mayor de 25 años de Cataluña y España y la hemos extrapolado al caso barcelonés: 
España: 33.501.688/44.708.964 = 0,749; Cataluña: 5.394.699/7.134.697 = 0,756 
Barcelona: 0,75*1.605.602 (Población total: INE (2007)) = 1.204.201 habitantes > 25 años 
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Sin embargo, en primer lugar, cabe recordar que el encarecimiento de la vivienda 

no se ha debido a la escasez de oferta, como ya hemos demostrado anteriormente. 

Tampoco los pisos de protección oficial han incidido en la demanda ya que sus 

destinatarios son individuos con pocos recursos y que no participan en el mercado libre de 

vivienda. Así pues, el precio no se ve afectado por la política directa de VPOs y sólo nos 

queda sentenciar que no existen incentivos de los no beneficiarios de VPO para costear su 

construcción. 

 

2.2.2. El tratamiento: Posibles alternativas al sistema actual 

 

Primeros pasos 

Gracias al anterior estudio de los incentivos, nos será más fácil diseñar diferentes 

alternativas para corregir y mejorar el sistema actual de pisos de protección oficial. 

Nuestra primera recomendación sería conceder vivienda protegida en régimen de 

alquiler. Procediendo de esa forma, nos ahorraríamos los incentivos a la especulación de 

VPOs y todas las desventajas de la tenencia en propiedad detalladas vastamente en el 

apartado anterior. 

Las líneas generales del próximo Plan Estatal de Vivienda previsto para el 2009-

2012 parecen confirmar la intención del gobierno de favorecer el alquiler en detrimento de 

la propiedad. Enric Reyna23, presidente de los promotores catalanes, sólo ve factible esta 

fórmula si la Administración está dispuesta a arrastrar rentabilidades negativas y si el 

emplazamiento de VPOs se sitúa en terrenos públicos. Según Reyna, su rentabilidad roza el 

1,5%, un valor apenas superior al tipo de interés de mercado e insuficiente para cubrir los 

gastos financieros. 

Sin embargo, cabe recordar que las VPOs no son una actividad lucrativa y que su 

función principal tendría que ser la mejora de la accesibilidad. Por estos motivos y a pesar 

de sus pobres rentabilidades, la concesión en alquiler conllevaría más ventajas que pesares. 

En esta hipotética situación, la Administración no se vería obligada a sostener una tasa fija 

de construcción ya que los pisos podrían ser reinvertidos en más de una ocasión para uso 

social. El parque público no aminoraría y su mayor estabilidad facilitaría afrontar la 

demanda en los auges inmobiliarios, cuando menor son los incentivos de los promotores 

para la construcción.  

                                                 
23 La Vanguardia, 6 de marzo de 2007. 
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Al principio de este trabajo, señalamos que la accesibilidad entre las regiones 

españolas es muy dispar. Sin embargo, ha habido un encarecimiento generalizado de la 

vivienda y, por eso, creemos que una política de la vivienda fragmentada24, donde los 

gobiernos autónomos tienen un peso tan importante, puede ser un impedimento para 

cosechar objetivos comunes. 

¿Por qué? Fijémonos en las ayudas directas para el año 2006 previstas en el Plan de 

Vivienda 2005-200825 vigente. Trece de las diecisiete comunidades efectuaron un número 

menor de las ayudas solicitadas hasta el momento. Y dentro de este grupo, hubo cinco 

(Aragón, Cataluña, Extremadura, Madrid y Castilla y León) que ni las hicieron efectivas. 

Sólo Asturias, Canarias y Andalucía realizaron mayores ayudas de las previstas. Resultado: 

de las 7.791 ayudas directas al inquilino previstas, se efectuaron un total de 3.489 (44,8%).  

Aunque no se trate de VPOs, este caso, que se refiere a la política indirecta de 

ayudas a los arrendatarios y propietarios, muestra la gran dificultad de mantener una 

política común de vivienda. El gobierno central tendría que coger las riendas y procurar 

centrar su atención en las Comunidades Autónomas menos accesibles dejando de lado 

disputas políticas. 

 

El primer modelo 

Una fórmula alternativa al sistema vigente de protección oficial sería constituir un 

parque de alquiler público que satisficiese las necesidades de la población más joven. Los 

contratos de los arrendatarios serían temporales, lo cual significaría que, pasados 

determinados años, los beneficiarios con mayor antigüedad perderían el derecho al piso de 

alquiler en beneficio de las nuevas generaciones. De ese modo, la demanda se renovaría y 

las VPOs acabarían albergando a muchos más jóvenes.  

El objetivo principal de este sistema sería dar cobijo a la franja poblacional donde 

más inestable se presenta la situación laboral y más difícil la accesibilidad a la vivienda. Este 

apoyo estatal, a parte de vivienda, les proveería de tiempo y ahorro para poder acceder a los 

pisos de libre mercado e independizarse, una vez agotado su contrato temporal. 

Igualmente, se trataría de una política complementaria de ayuda a la juventud: nunca hay 

que olvidar que el más sólido puntal es una buena formación. 

La fórmula de asignación no contemplaría ni la situación laboral de los jóvenes 

adjudicatarios ni su nivel de renda. Obrando de ese modo, el sistema no alentaría los 

                                                 
24 No dudamos que la descentralización reporta beneficios sociales. Pero creemos más conveniente 
unificar posiciones en materia de vivienda. 
25 www.mviv.es (Ministerio de Vivienda) 
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incentivos perversos ni discriminaría en función de la renda (trampa de la pobreza). Todos los 

jóvenes, agrupados en un mismo saco. 

A parte de eludir la trampa de la pobreza, otra ventaja que esta receta comportaría es 

que los parques públicos, al ser habitados por el grupo social más dinámico, dejarían de ser 

las zonas depresivas que se han convertido hoy. 

Hasta aquí, hemos ideado un modelo en un mundo sin restricciones ni costes. 

Pasemos a valorar ahora los distintos inconvenientes que conllevaría su implementación. 

En primer lugar, se hace necesario especificar cuáles –y en qué cantidad– serían los 

asignatarios que tendría que dar cabida este sistema. Según nuestra impresión, la quinta de 

los 25 a los 35 años26 sería el mejor indicativo de la demanda real de este supuesto sistema: 

 

Comunidad 
(Fuente: INE-2001) 

Población de 
25-29 años 

Población de 
30-34 años 

Stock de 
viviendas 

Cociente27 

Andalucía 627.985 610.185 3.532.662 0,260 

Aragón 94.694 92.319 655.055 0,222 

Asturias (Principado de) 83.400 77.058 523.917 0,234 

Baleares 77.056 74.752 502.149 0,232 

Canarias 162.730 162.090 851.810 0,276 

Cantabria 43.457 41.555 284.380 0,230 

Castilla y León 183.322 181.194 1.450.676 0,201 

Castilla-La Mancha 134.892 137.517 986.666 0,216 

Cataluña 557.271 528.302 3.315.936 0,247 

Comunidad Valenciana 359.722 346.321 2.548.611 0,217 

Extremadura 78.920 80.301 574.099 0,217 

Galicia 213.916 201.933 1.308.922 0,241 

Madrid (Comunidad de) 514.357 488.577 2.479.510 0,288 

Murcia (Región de) 110.136 105.486 592.813 0,267 

Navarra 46.895 47.140 259.017 0,266 

País Vasco 176.748 170.207 890.409 0,280 

Rioja (La) 22.658 22.157 156.040 0,223 

TOTAL 3.500.248 3.378.579 20.958.000 0,247 

 

El coste y esfuerzo de satisfacer la demanda de la población de 25-35 años serían 

gigantescos. Esto se aprecia si calculamos el cociente del número de personas de esta franja 

de edad (número de VPOs requeridas) entre el stock actual de viviendas. Es un cálculo 

simple pero que nos demuestra que la implementación de nuestro modelo implicaría que 

entre el 20% y el 25% del stock de vivienda fuese edificado sobre las bases de la protección 

                                                 
26 En este sistema concreto, los contratos de alquiler público tendrían una durada de 10 años y los 
jóvenes mayores de 35 años no podrían prolongar su estada. 
27 Nótese que el cociente ha sido calculado como división entre la suma de las dos primeras columnas 
(demanda requerida) y el valor total de las tres columnas (hipotético stock de viviendas libres y 
protegidas). 
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oficial. Un porcentaje sumamente elevado si tenemos en cuenta los costes de construcción, 

los gastos (directos y en términos de oportunidad) de adquisición de suelo público y los 

relacionados con el mantenimiento del parque público. 

Además, la situación de estos parques tendría que favorecer la movilidad 

interregional gracias a un buen emplazamiento comunicativo. Otro problema para el 

Estado. ¿Cómo distribuir un parque tan extenso a la vez que maximizando la movilidad de 

sus residentes? 

Es cierto, sin embargo, que podríamos aliviar la presión de este 20-25% 

favoreciendo al mercado del alquiler privado con la aplicación de determinadas políticas 

económicas. Partiendo de esta base, el Estado podría adoptar una sutil estrategia: 

discriminar. 

Por un lado, el parque público constaría de peores condiciones (como, por ejemplo, 

tamaño, situación, instalaciones…) en comparación a los pisos privados de alquiler. 

Obviamente, el precio sería sensiblemente inferior. En contraposición, los arrendatarios de 

alquiler privado tendrían que soportar un coste mayor, a pesar de recibir subsidios y ayudas, 

debido a las mejores ventajas de que se beneficiarían.  

En definitiva, la base de nuestro sistema se sustenta en el alquiler privado y público 

(oferta) para satisfacer los problemas de accesibilidad del colectivo joven (demanda). 

Además, los adjudicatarios de cada sistema se autoseleccionarían. 

 

El segundo modelo 

Hemos planteado un segundo modelo que corrige aspectos del anterior pero que 

no aprovecha ciertas ventajas del primero. También consistiría en un parque público de 

alquiler que se complementaría con ayudas a los inquilinos de las viviendas del mercado 

libre. 

Este segundo sistema de asignación, a diferencia del anterior, sería más indirecto. 

Los VPOs serían destinados a los colectivos con menor capacidad adquisitiva y los 

contratos serían indefinidos y no limitados a ninguna restricción temporal. Como la 

demanda se renovaría con menos frecuencia, el Estado tendría que hacer mayor hincapié 

en las políticas indirectas al alquiler privado para dar abrigo suficiente a la demanda del 

colectivo de jóvenes. 

Este modelo satisface a una mayor demanda social, ya no sólo a los jóvenes. Sin 

embargo, el primer problema que se nos plantea es que tendríamos que diseminar al 

máximo la distribución de las VPOs a fin de evitar zonas desdichadas y de escasas 
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oportunidades. Con el modelo anterior, esto no se daría porque el colectivo beneficiario 

serían los jóvenes. 

La segunda contrariedad que implicaría la introducción de este sistema sería la 

imposibilidad de escapar de los incentivos a la pobreza. Dicho de otra manera, el hecho de 

satisfacer a los colectivos más desvalidos y de aplicar contratos de alquiler indefinidos daría 

pocos incentivos a la movilidad laboral y, por consiguiente, menores garantías de huir de la 

trampa de la pobreza. 

Para concluir con el análisis de este modelo, vale la pena señalar que requiere de 

costes de información y de inversiones a la ayuda a la piedra mucho menores que el primer 

modelo. Las ayudas al alquiler privado irían encaminadas a apaciguar la demanda del 

colectivo joven y la vivienda de protección oficial, a los grupos sociales con menos 

recursos. 

Igualmente, bien se trate del primer o segundo modelo, hay un leitmotiv que nos 

persigue: la respuesta directa es útil, pero insuficiente. Tenemos un segundo joker en la 

manga: las distintas políticas destinadas a fortalecer el mercado privado de alquiler. Es lo 

que vamos a analizar en el próximo capítulo. 
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2.2. El mercado del alquiler 

 

El mercado de vivienda residencial se caracteriza actualmente por precios de 

compra elevados que dejan fuera del mercado a muchos de los nuevos entrantes. El alquiler 

se configuraría como una buena alternativa de acceso a la vivienda si existiera un mercado 

de alquiler dinámico y amplio. Además de reducir el precio del acceso a la vivienda, un 

mercado de alquiler ofrece otras ventajas que enumeraremos a continuación28.  

En primer lugar cabe subrayar que facilita el acceso a los colectivos con más 

restricciones presupuestarias, principalmente jóvenes y familias monoparentales, que no 

tienen medios para comprar una vivienda. Se favorecería así la emancipación de los 

jóvenes. 

Además, es indudable que un mercado de alquiler eficiente propiciaría el aumento 

de la movilidad geográfica de los trabajadores. El hecho de vivir en una vivienda alquilada 

aumenta la movilidad de las familias, lo que hace que el paro sea menor ya que los costes de 

trasladarse son inferiores que si la vivienda estuviera en régimen de propiedad. Según el 

Banco de España, los países con tasas más elevadas de movilidad tienen tasas de paro más 

bajas y un mayor peso del alquiler como régimen de la vivienda principal. Esta 

consideración  dice, es "especialmente relevante" en el caso de España, donde entre 1973 y 1995 

cayó la tasa de movilidad interregional y aumentaron los diferenciales en las tasas de paro 

regionales. Este periodo se caracterizó además por una serie de políticas económicas "que 

favorecieron el acceso a la vivienda principal mediante la  compra frente al arrendamiento”. 

En España, el régimen de vivienda en propiedad representaba el 80,3% en 1995 y el 

84,8% en 2001, alcanzando los niveles más altos de los países de la UE. La falta de 

viviendas asequibles es una de las principales razones para que el 80% de los parados se 

nieguen a cambiar de residencia ante ofertas de trabajo.  

Para el Banco de España, el hecho de que los arrendatarios de viviendas privadas 

sean los más dispuestos a la movilidad demuestra "la racionalidad" de las políticas públicas 

encaminadas a potenciar el mercado privado del alquiler. "De ello pueden derivarse beneficios 

notables para mejorar el funcionamiento de trabajo y, en particular, para facilitar el encuentro entre la 

demanda de trabajadores y la oferta disponible en las diversas regiones", concluye. 

                                                 
28 Ventajas Macroeconómicas del alquiler Ministerio de la Vivienda,  
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Por otra parte, esta alternativa a la compra de una vivienda también permite 

disminuir el endeudamiento de las familias y, en consecuencia, el riesgo de una posible 

subida de los tipos de interés, al que numerosos compradores podrían no ser capaces de 

hacer frente, además de permitir una diversificación de los riesgos financieros. Actualmente 

el 80% de la riqueza de las familias se encuentra concentrada en su patrimonio inmobiliario. 

La compra de una vivienda imposibilita invertir riqueza en otros recursos más rentables y 

más líquidos.  

Además, según el gráfico que adjuntamos, podemos observar la relación negativa 

existente entre la variable riqueza, referida a poder adquisitivo de las familias, y la 

propiedad, es decir, el nivel de tenencia en el sector de la vivienda comparado con el 

número de habitantes. Esto se da porque la disposición de los hogares a pagar por una 

vivienda es alta debido a su curva de demanda inelástica. Por lo tanto, un mercado 

asimétrico, donde la propiedad pese más que el alquiler, acostumbra a ser un lastre por las 

familias. El alquiler es una variable muy influyente en la renta por cápita disponible: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Otra de las ventajas de una vivienda en alquiler es que permite una mayor reacción 

ante cambios en los ingresos de la unidad familiar. El coste de cambiar de vivienda cuando 

se reside en régimen de alquiler es menor que cuando se vive en una vivienda en propiedad. 

Podemos destacar igualmente que la compra de una vivienda para alquilarla, en un 

mercado amplio y transparente, puede ser considerada como una inversión alternativa y 
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atractiva para las familias que quieren diversificar sus ahorros. Un mercado líquido 

aumentará la calidad media de las viviendas en alquiler.  

Para concluir con los aspectos positivos de este mercado, la utilización de la 

vivienda vacía como vivienda de alquiler permite un mejor aprovechamiento del stock de 

capital ya construido del país. Desde distintas posiciones políticas se plantea la penalización 

de las numerosas viviendas vacías como solución a los agudos problemas de acceso a la 

vivienda. Según los últimos datos, en algunas Comunidades Autónomas como Madrid, las 

viviendas vacías han aumentado hasta un 40% desde los últimos 10 años. 

Puede resultar paradójico el hecho de que, estando tan presentes la preocupación y 

el problema por el acceso a la vivienda, exista tal cantidad de viviendas vacías que podrían 

ser habitadas de inmediato algunas, y otras tras su rehabilitación. Sin embargo, la existencia 

de una cierta proporción de viviendas vacías es imprescindible para que pueda funcionar el 

mercado. Nadie se traslada al día siguiente de haber adquirido la casa, y con frecuencia 

incluso las viviendas en alquiler están vacías durante un periodo cuando cambian de 

inquilino. No podemos olvidar que parte de las viviendas que se encuentran deshabilitadas 

tienen su origen en la especulación, es decir, personas con renta alta que pueden adquirir 

este tipo de bien inmobiliario como inversión, y no como lugar propio de residencia. Con 

todo, la expropiación, algunas veces portada y polémica de ciertos periódicos, se plantea 

muy difícil por las enormes trabas administrativas y jurídicas. Obviamente, el derecho de 

propiedad pesa más que el de vivienda.  

Muchos de estos que claman por la expropiación tendrían que tener presente los 

incentivos de los distintos agentes implicados. Es mejor que se den los incentivos 

adecuados, como una mayor seguridad para el arrendatario, para que estos pisos vacíos 

entren en la oferta de alquiler que no que el Estado intervenga. Los resultados de la 

voluntariedad siempre son mucho más provechosos que los de la obligación. 

Una de las medidas que el Estado podría llevar a cabo con el fin de dar respuesta al 

problema de la vivienda y relacionado con este tipo de viviendas, sería la rehabilitación de 

los pisos para, posteriormente, introducirlos en el mercado del alquiler. Otra forma de 

intervenir es ofrecer incentivos a los inversores, especialmente en las grandes ciudades 

como Madrid o Barcelona, para acondicionar su propiedad con el fin de que aumente la 

oferta del mercado de la vivienda alquilada. 

En la tabla que aparece a continuación observamos un índice que hemos 

construido a partir del número de las viviendas vacías existentes y el stock total. Podemos 

destacar entre las zonas con mayor número de viviendas vacías Extremadura y Galicia y, 
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con menor número País Vasco y Madrid. La política indirecta de dar incentivos para que 

haya un trasvase de estas viviendas vacías al mercado del alquiler tendría menor efecto en 

las CCAA donde menor es el stock relativo de pisos vacíos: 

 

 Viviendas vacías Stock Cociente Índice 
País Vasco 93.758 890.409 0,105 71,38 

Madrid (Comunidad de) 305.010 2.479.510 0,123 83,39 
Cantabria 36.220 284.380 0,127 86,34 
Aragón 85.346 655.055 0,130 88,32 
Navarra 34.924 259.017 0,135 91,40 
Cataluña 450.691 3.315.936 0,136 92,14 

Asturias (Principado de) 72.389 523.917 0,138 93,66 
Castilla-La Mancha 137.417 986.666 0,139 94,41 
Castilla y León 207.900 1.450.676 0,143 97,15 
Rioja (La) 22.728 156.040 0,146 98,74 
TOTAL 3.091.596 20.958.000 0,148 100,00 
Andalucía 545.907 3.532.662 0,155 104,76 

Murcia (Región de) 95.204 592.813 0,161 108,87 
Canarias 138.221 851.810 0,162 110,00 
Baleares 85.062 502.149 0,169 114,83 

Comunidad Valenciana 442.922 2.548.611 0,174 117,81 
Galicia 228.372 1.308.922 0,174 118,28 

Extremadura 103.087 574.099 0,180 121,73 
       FUENTE: Censo de Población y Vivienda (2001) 

 

Posiblemente se trate de la política de vivienda más eficiente y solidaria. Una 

política basada en subvenciones al alquiler llegaría a un mayor número de familias y 

permitiría un ajuste más rápido a las necesidades de la población.  

En definitiva, un mercado del alquiler amplio y transparente contribuye a mejorar la 

productividad del país: mejora las condiciones de acceso a una vivienda, aumenta la eficacia 

de la política de vivienda, disminuye la tasa de paro al aumentar la movilidad geográfica y 

permite una mejor asignación del ahorro de las familias hacia actividades más productivas. 

No obstante, el mercado inmobiliario español se caracteriza por un nivel 

excesivamente bajo de viviendas de alquiler, en comparación con el resto de los países de la 

Unión Europea. La propiedad de la vivienda es en España el régimen de tenencia 

mayoritario. Esto es consecuencia, como hemos afirmado en apartados anteriores, de la 

regulación normativa, la generosa desgravación fiscal para la compra, el favorable 

desarrollo de la financiación hipotecaria, la carestía de los alquileres en la mayor parte de los 

mercados y la tradicional preferencia por la vivienda en propiedad en nuestro país. 
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Tipología por forma de tenencia
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El cuadro siguiente muestra la evolución del régimen de tenencia de las viviendas 

españolas, donde se puede comprobar cómo la vivienda en propiedad aumenta su peso en 

el conjunto de viviendas en detrimento de la vivienda en alquiler hasta el punto de que esta 

última tan solo representa el 11,5% del total según los datos del Censo de 2001.  

  1981 1991 2001 

Propiedad 73,14% 78,34% 82,00% 
Alquiler 20,79% 15,17% 11,50% 

Cesión y otras 6,14% 6,49% 6,50% 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

         

Fuente: censo de viviendas (INE) 

 

El bajísimo nivel alcanzado por la proporción de viviendas en alquiler en España 

resulta más que preocupante y no tiene correspondencia en ningún otro país. En 1950, la 

mitad de las viviendas de nuestro país eran utilizadas en régimen de alquiler. En 1981, esa 

proporción había descendido hasta el 16% y en 2001, el parque de viviendas de alquiler 

representaba un 11,5% de las existentes en España. Pero no sólo la oferta es escasa, sino 

que además, el mercado de alquiler es muy caro: arrendar un piso de 75 metros cuadrados 

costaba en 2000, según el Consejo Económico y Social, 359 euros, mientras que adquirirlo 

suponía unas cuotas mensuales de 412 euros. Es decir, pagando una cuota de sólo 54 euros 

más al mes, la vivienda se podía comprar. Y hoy la situación sigue igual, e incluso peor.  

En resumen, ni el usuario quiere convertirse en inquilino ni el propietario de 

viviendas desocupadas quiere ponerlas en alquiler. Un escenario nada propicio, 

evidentemente, para el fomento de la vivienda en régimen de alquiler.  
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Lo que ocurre en el mercado de alquiler en España no es un caso aislado. En el 

gráfico siguiente se muestra la evolución de la proporción de viviendas en alquiler en una 

serie de países de la Unión Europea. En todos ellos la proporción de vivienda en propiedad 

gana terreno, aunque en Alemania o los Países Bajos la vivienda en propiedad todavía es 

minoritaria frente al alquiler. Por el contrario en el Reino Unido y en España se ha 

producido una disminución muy significativa de la proporción de viviendas en alquiler. 

Fuente: BCE (2003) 

 

Esta situación de la vivienda en nuestro país es, al mismo tiempo, causa y resultado 

de las políticas llevadas a cabo. Los instrumentos de la política de vivienda en España se 

pueden agrupar en regulación económica (control de alquileres, legislación sobre el suelo y 

renovación urbana) e intervenciones presupuestarias (a través del gasto público directo y 

los beneficios fiscales). 

Así por ejemplo, podemos destacar las sucesivas Leyes de Arrendamientos Urbanos, 

desde la primera en 1964. La regulación de estos contratos de arrendamiento incide 

decisivamente en la decisión de comprar frente alquilar. La proporción de viviendas en 

alquiler disminuyó desde su aprobación hasta el año 1985. 

Además, el Real Decreto 2/1985, también llamado Ley Boyer, que tuvo como 

objetivo fomentar la vivienda en alquiler, intentó reequilibrar de nuevo los derechos de 

arrendatarios y arrendadores. Sin embargo, el porcentaje de vivienda en alquiler siguió 

disminuyendo.  



 Página 39 

La Ley de Arrendamientos de 1994 supuso un nuevo intento de fomentar la vivienda 

en alquiler con un nuevo reequilibrio de los deberes y derechos a favor de los arrendadores. 

Según datos del Censo de 2001, la LAU de 1994 no ha sido capaz de contrarrestar los 

incentivos a la compra de viviendas frente al alquiler.  

Por último el IRPF contempló desde 1992 hasta 1998 una deducción por alquiler 

que fue eliminada por la reforma de 1999. Dicha reforma presenta medidas que tenían 

efectos contradictorios sobre la promoción de la vivienda en alquiler.  

Los sucesivos Planes de Vivienda 1998-2001, sin cambios radicales ni demasiado 

éxito, y 2002-2005, intentan fomentar una VPO y una oferta de viviendas en alquiler que 

no terminan de despegar. Una de las últimas medidas tomadas por el actual gobierno 

socialista ha sido la puesta en marcha del Plan Estatal 2005-2008 (Real Decreto 801/2005, 

de 1 de julio) y la creación de la Sociedad Pública de Alquiler. Entre las actuaciones por parte 

del Estado, las medidas más destacadas del Plan son las relativas al fomento del alquiler, 

que comprende la promoción de nuevas viviendas protegidas para el arrendamiento, el 

apoyo a quienes pongan en arrendamiento viviendas propias o a quienes las adquieran para 

tal finalidad, y las ayudas directas a los inquilinos de las viviendas.  

 

En general, estas políticas llevadas a cabo poseen una serie de características de 

fondo similares, que no promueven precisamente el alquiler. Algunas de esas medidas son 

las siguientes:  

1. Demasiados incentivos fiscales a la compra de vivienda. A diferencia de lo que 

ocurre en la mayoría de los países de la UE, en el nuestro el alquiler de un piso carece de 

incentivos fiscales. Mientras que quienes adquieren una vivienda disfrutan de deducciones 

fiscales de entre un 15% y un 25%. 

2. Apenas hay vivienda de alquiler social. Nuestro país se sitúa a la cola de la UE en 

el número de viviendas de alquiler social. Sólo el 2% del total del parque de viviendas se 

engloba en España dentro de esta categoría, frente a la media del 18% de la UE. Este 

reducido porcentaje de vivienda de alquiler social es insuficiente para atender la demanda 

de los colectivos con mayores dificultades para acceder a la vivienda. No obstante, cabe 

destacar que la ministra de vivienda, Maria Antonia Trujillo, anunció que el próximo Plan 

de Vivienda sustituirá VPO en propiedad por la de alquiler, de forma que  la VPO en 

propiedad "irá desapareciendo poco a poco". Según Trujillo, la proporción de VPO en alquiler 
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frente al parque de VPO en propiedad será "infinitamente superior" una vez se ejecute el 

plan.29 

3. Insuficiente defensa jurídica para los propietarios que podrían poner en alquiler 

sus viviendas. La protección jurídica y legal para los propietarios de las viviendas en alquiler 

es una de las principales tareas a abordar por parte de las diferentes administraciones.  

 

En conclusión, se puede decir que los poderes públicos hace bastante tiempo que 

reconocen con preocupación la necesidad de aumentar la proporción de viviendas en 

alquiler en España. Sin embargo las políticas adoptadas han sido inconsistentes, cuanto no 

contradictorias, con el objetivo de aumentar el peso del alquiler entre las formas de 

tenencia. La propiedad más importante de estas intervenciones ha sido su carácter 

inconsistente y contradictorio. 

                                                 
29 El Mundo, miércoles 14/02/2007 
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2.3. Complementariedad de políticas públicas 

 

En los dos últimos capítulos nos hemos encargado de explorar el tenebroso mundo 

de las viviendas de protección oficial y del mercado del alquiler, con el objetivo de hacer 

propuestas que cambien los incentivos de los agentes en pro de una mayor accesibilidad. 

Bajo esta perspectiva, iniciamos la última parte del trabajo. En estas líneas 

destacaremos la existencia de otras políticas públicas, analizaremos los comportamientos 

económicos que se derivan de las mismas y propondremos algunos cambios. Como es 

natural, haremos mención a conceptos ya vistos en otras partes del trabajo, pero siempre 

desde un nuevo enfoque.  

 

Algunas consideraciones sobre las políticas públicas  

La imperiosa necesidad de los últimos años de dar respuesta a un problema con 

cada vez mayor importancia, como es el tema de la vivienda, ha llevado a la Administración 

a tomar un papel activo en facilitar su accesibilidad. Lo hemos visto en la parte de las VPO, 

así como en la parte del mercado del alquiler. En este punto, sin embargo, analizaremos la 

evolución de algunos instrumentos encaminados a satisfacer la demanda social de vivienda. 

El único motivo de estudiar por separado los diferentes instrumentos es el de dar 

una visión clara de todas aquellas variables que pueden influir en las decisiones de la 

Administración a la hora de intervenir en el mercado de la vivienda. Evidentemente, 

cualquier intervención es llevada a cabo con medidas transversales (afectan a muchos 

agentes y a muchos sectores) y están condicionadas por objetivos políticos (bien sea 

favorecer la vivienda en propiedad o permitir el disfrute en alquiler). 

Pero hagamos, antes de entrar en materia, un sucinto repaso de cómo las políticas 

gubernamentales pueden incidir en el mercado de la vivienda.  

Por el lado de la demanda, podemos aumentar la cantidad de viviendas a nivel 

macroeconómico con tipos de interés bajos, facilidades al crédito, aumentos del gasto 

público o disminuciones de la presión fiscal. A nivel microeconómico, las medidas pueden 

ir encaminadas a subvencionar a colectivos con bajas rentas que pretenden acceder a pisos 

en propiedad o de alquiler, o bien mediante subsidios de tipo de interés, exenciones de 

tributación específicas o descuentos en la compra de vivienda social. Todas estas medidas 

suponen incentivos a la adquisición de vivienda o desincentivos cuando van en sentido 

opuesto. Por otra parte, los estímulos para aumentar la oferta a nivel macro se derivan, en 

su mayoría, de facilidades urbanísticas y crediticias. Las ayudas a la piedra, a nivel micro, 



 Página 42 

sirven para potenciar la inversión en vivienda y están representadas por subsidios de 

cobertura de los créditos para la construcción, préstamos a bajo tipo de interés para 

gestores administrativos sociales, avales públicos y bonificaciones fiscales. 

Por último, debemos diferenciar entre diversas tipologías de políticas públicas. 

Existen dos grandes grupos de acciones gubernamentales para con el tema de la vivienda, 

políticas directas e indirectas. Las políticas directas preconizan una inversión pública 

explícita, bien sea en creación directa de inmovilizado o en ayudas no condicionadas a su 

creación. Las VPO son claros ejemplos de políticas directas, en las que el Estado juega un 

papel clave como agente económico más. Las políticas indirectas, por el contrario, tienen 

una naturaleza más microeconómica y promueven una interferencia menor del aparato 

estatal en la economía y un mayor protagonismo de los agentes privados. Este segundo 

conjunto de políticas dejan en manos del Estado la política fiscal, la cual permite modificar 

los incentivos de los agentes involucrados en el libre mercado. El ejemplo por antonomasia 

son los incentivos fiscales. En las últimas décadas, el porcentaje de políticas directas en 

Europa ha sido el 75% del presupuesto público destinado a la vivienda. En España, este 

porcentaje ha sido del 13%.30   

Pasemos ahora al estudio de los grandes instrumentos públicos de intervención 

(explícita o implícita, directa o indirecta) en el mercado de la vivienda. 

 

Ayudas a la piedra 

Las conocidas ayudas a la piedra son, en realidad, políticas de vivienda directas. 

Consisten en la inversión pública como forma de financiación directa a la construcción o 

mediante financiación subvencionada a agentes concertados. En este sentido, debemos de 

diferenciar tres grandes modelos de intervención pública directa: 

 

- Construcción directa por parte del sector público, en especial los ayuntamientos. 

(Suecia y Gran Bretaña) 

- Construcción por parte del sector público a través de sociedades especializadas en 

la vivienda. (Francia) 

- Construcción por parte de agentes privados con conciertos de cooperación con el 

Estado. (RFA) 

 

                                                 
30 Según José María Raya, profesor de la Universitat Pompeu Fabra. 
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Estas medidas directas fueron las políticas estrella de la Europa de la posguerra. El 

objetivo era la construcción generalizada, para ser cedida a precios asequibles a la mayor 

población posible.  Entre 1950 i 1963, el 80% de las viviendas construidas en Francia 

fueron con aportaciones importantes del Estado.  

 

Rápidamente se nos plantean diversas consideraciones. 

La primera es sobre financiación. El presupuesto necesario para financiar este tipo 

de políticas es realmente ingente y proviene en su mayoría del erario público. Debe, para 

ser una política tomada en consideración, tener resultados equivalentes a su coste de 

oportunidad. Si este es alto, los resultados también deben serlos. En relación a esto, los 

resultados realmente fueron buenos en cuestión de acceso a la vivienda. Inglaterra 

expandió su parque habitacional del 18% al 31% del total de viviendas entre 1959 y 1981.31 

Sin embargo, es una política esclava de su tiempo. El contexto de la posguerra 

facilitó enormemente la existencia de una política, como esta, costosa. Los aumentos de 

productividad año tras año permitieron un crecimiento económico del que también se 

benefició la hacienda estatal. La consecuencia directa fue un aumento de la recaudación, 

manteniendo fija la presión impositiva.32  

No obstante, la incursión del Estado en el mercado puede comportar, a largo plazo, 

consecuencias negativas, al menos en dos sentidos. Primero, el Estado como tal o no tiene 

incentivos a la minimización de costes o bien no tiene la capacidad financiera tal como para 

mantener la calidad del parque habitacional y segundo, la participación económica del 

Estado tarda mucho en responder a la flexibilidad del mercado, a nivel de actualización de 

los alquileres, de los costes de construcción y su amortización, etc.   

 

El control de los alquileres 

La congelación de alquileres o su indexación normativa ha sido una de las políticas 

de control de precios de vivienda más usadas en toda Europa a lo largo del último siglo. Se 

trata de una intervención directa por parte de autoridades con el objetivo de frenar el 

crecimiento de los precios. La medida ha pervivido durante muchos años, en especial en 

España. De sobras son conocidos los reiterados casos en los que, normalmente gente de 

avanzada edad, se pagaba por el alquiler un precio ridículo (18, 12 o hasta 3 euros al mes). 

El control de los alquileres servía de protección contracíclica, es decir, ha variado su rigidez 

                                                 
31 VILLORIA, Nelliana; ¿Qué hacer con las VPA? Retos y opciones; Banco Interamericano de Desarrollo, 
2002. 
32 Eurostats. 
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dependiendo de la coyuntura económica: en periodos de alta inflación, la rigidez del precio 

ha sido mayor que en tiempos con inflación baja o nula. Este funcionamiento creaba, como 

es lógico, rigideces. Las rigideces propias de precios que no fluctúan libremente: excesos de 

oferta o de demanda. En este caso, al haber un precio bajo por decreto se producían 

excesos de demanda. 

Asimismo, como consecuencia, se ha podido notar un aumento del poder 

adquisitivo de los usuarios de este tipo de viviendas, derivado de un cambio en las 

aplicaciones de su renta. Las familias que gozaban de este tipo de protección contractual 

podían destinar un mayor porcentaje de su renta al consumo en bienes no inmuebles. 

Igualmente, el aumento del poder adquisitivo de las familias se ha hecho a costa de un 

descenso en las ganancias de los propietarios. Este descenso ha comportado 

modificaciones en los incentivos de los agentes económicos propietarios del piso, 

ocasionando los graves problemas sociales y patrimoniales de los que hemos hablado al 

principio del trabajo.  

En el marco de incentivos, por parte de la oferta, se ha producido un freno en su 

creación y una sustitución por la construcción de viviendas en propiedad, más rentables y 

con más plusvalías. Se ha asistido también progresivamente a un deterioro de la calidad de 

los inmuebles, por falta de inversión. En la demanda, podemos hablar del surgimiento de 

trabas a la movilidad de las familias con recursos medianos y la segregación de aquellas 

familias con bajos recursos, sin capacidad adquisitiva para cambiar a una nueva vivienda.  

A lo largo de las últimas décadas se ha ido observando una progresiva 

flexibilización en el control de los alquileres en toda Europa. En España, la liberalización 

de los precios se dio en 1985 con el decreto Boyer, imitando a los demás países europeos. Sin 

embargo, pese a la práctica inexistencia, en algunos países se han reintroducido políticas de 

este tipo. El objetivo ha sido hacer frente a determinados problemas de raigambre social de 

colectivos específicos. La reintroducción parcial ha tenido la voluntad de proteger dichos 

colectivos, más sensibles a los movimientos inflacionarios en el mercado libre.  

A modo de apunte, es curioso el mecanismo sueco de negociación de los 1.600.000 

pisos en alquiler. Cada año se abren dos rondas de negociación. En la primera ronda 

negocian las entidades municipales públicas con la Asociación Sueca de Inquilinos el precio 

de los alquileres, únicamente en base a los costes de explotación y construcción. En la 

segunda ronda, vuelven a negociar la A.S.I. esta vez con los propietarios privados, teniendo 

en cuenta los últimos precios, la superficie y otras variables. Siempre hay la posibilidad de 
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salir del circuito de contratación y pactar precios libremente, aunque siendo así no se goza 

de la protección pública. 

Desde un punto de vista económico, la indexación de alquileres ha ido en 

detrimento de los agentes que conforman la oferta de alquiler. El objetivo último era el de 

dar seguridad a los colectivos con menor renta y, si bien es cierto que se ha conseguido, 

este ha sido a costa de los arrendadores. La creación de VPO de propiedad estatal puede 

ser una forma de asegurar una vivienda para un grupo poblacional de renta baja y, al mismo 

tiempo, liberar a los propietarios de viviendas de alquiler de las duras cadenas de la fijación 

de precios. El beneficio se traduce a los arrendatarios en forma de un aumento de la oferta 

del alquiler.   

 

Sistemas de financiación 

La naturaleza de la inversión en vivienda requiere de un gran esfuerzo en 

financiación. A parte de las partidas públicas (dentro de los presupuestos) a lo largo del 

último medio siglo se han ido creando sistemas de financiación con el objetivo de hacer 

frente a la falta de capital y de coordinar el esfuerzo financiero.  

Un ejemplo son los bancos públicos (Crédit Foncier de France), las contribuciones 

patronales y sindicales o los préstamos del sector privado negociados con mejores 

condiciones. La evidencia del ejemplo francés puede hacernos comprender mejor la 

naturaleza de esta política: la patronal y los sindicatos destinan el 1% de la masa salarial de 

las empresas de más de 10 trabajadores (Participation des Employeurs à l’Effort de la 

Construction). La gran mayoría de circuitos se mantienen de la década de los cincuenta, con 

cada vez menor importancia, fruto de sucesivas reformas. 

En esencia, las contribuciones no son más que nuevas vías de recaudación. La 

movilización de recursos es útil para llevar a cabo grandes políticas directas urgentes, que, 

por su importancia, requieren de un flujo financiero de cierta dimensión y regularidad.  

 

Regulaciones urbanísticas 

Normalmente hacemos referencia a transmisiones de nuevas competencias en 

materia de urbanismo a entes públicos. Básicamente suponen cambios en el marco legal. La 

expropiación de terrenos con motivo de utilidad pública en Francia, el control estricto de 

los planes de desarrollo urbanístico por parte de los ayuntamientos en Holanda, la 

transmisión municipal del monopolio de planificación en la construcción en Suecia o la 

creación de new towns en Gran Bretaña son ejemplos. 
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La inclusión de estas medidas en el mercado puede favorecer o perjudicar a los 

agentes económicos y sus comportamientos. En respuesta a la introducción de la 

posibilidad de expropiación de terrenos en Francia, el precio del suelo aumentó en un 5% 

en el plazo de un año. En otro sentido, las new towns inglesas aumentaron las oportunidades 

de negocio de las inmobiliarias. El traspaso de competencias en Suecia no afectó a los 

oferentes, pero sí benefició a los demandantes de vivienda pública. Por ello, los cambios 

competenciales no deben vulnerar la seguridad jurídica, como el caso francés. Su objetivo 

debería ser dotar al mercado de un marco estable donde se puedan dar los intercambios. 

Dentro del sector público, la subsidiariedad (el traspaso de competencias a los entes más 

cercanos a la ciudadanía –usualmente consistorios locales-) beneficia la coordinación y 

planificación de vivienda pública. Una posible línea de actuación futura seria la dotación de 

una financiación adecuada a estas nuevas competencias.33 

En este sentido, es paradójico el caso de Hong Kong. Allí, donde la propiedad de la 

tierra la tiene en su mayoría el Estado, es éste quien la alquila a los particulares únicamente 

para actividades productivas. Esto le permite gestionar tal cantidad de recursos y con tal 

regularidad como para crear un parque público de alquiler que da respuesta habitacional al 

30% de los habitantes. Asimismo, éstos no pagan más del 8% de su renta mensual y gozan 

de un alto nivel de calidad en las viviendas.   

 

Las ayudas a la persona 

Entre los años 1975 y 1985, coincidiendo con la llegada al poder de partidos de 

centro derecha en Europa, se abre paso a un periodo de liberalización más o menos 

generalizada de las políticas de vivienda. Se sucedieron una serie de medidas, bastante 

homogéneas y de nuevo cuño, para afrontar el problema de la vivienda. Hablamos de 

recortes en el nivel de gasto público, privatización de los parques públicos de vivienda y 

políticas destinadas a la subvención de la demanda. Las medidas iniciadas en esta época son 

las causantes de las grandes diferencias entre perfiles de alojamiento que se dan, en mayor o 

menor medida, en la Europa actual. 

Las subvenciones a la vivienda parten de la premisa de que el Estado debe de 

salvaguardar los intereses  de todos y cada uno de los agentes que, libremente, interactúan 

en el mercado de la vivienda. Las subvenciones sirven, en este marco, para financiar esa 

parte del precio de alquiler que es incapaz de financiar una familia con su renta. Por tanto, 

                                                 
33 Véase apartado 2.1.1 La radiografía: Sistema de incentivos 
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las ayudas a la vivienda no son universales, sino están condicionadas por diferentes 

características (nivel de renta, delimitación geográfica, tamaño familiar…) 

En el caso del alquiler privado, los propietarios han visto la subvención a la 

vivienda como el reconocimiento explícito del cambio de modelo de intervención pública: 

se ha pasado de un modelo en el que el propietario “subvenciona” (vía alquileres fijos) al 

cliente sin coste alguno para el Estado, al sistema de financiación a los clientes y 

liberalización de la intervención de precios, sin coste para el propietario. La mejora en el 

mapa de incentivos de cara a la construcción de viviendas es obvia: los propietarios se ven 

libres en la fijación de los precios, obteniendo mayores rentabilidades y mejorando así la 

calidad del producto a ofrecer.  

Dependiendo del país en el que se haya implementado, las ayudas a la vivienda en el 

sector de los pisos de alquiler han divergido de tal manera que es posible agruparlas en dos 

tipos: el flat rate system, en la que el Estado abona un porcentaje fijo del coste del alquiler; y 

el tiered system, haciendo que la ayuda a la familia dependa de su situación económica. Cada 

uno de los sistemas promueve diferentes comportamientos racionales: el primero, al no 

haber condicionantes, reduce las trabas de los individuos a la entrada y ofrece un alquiler 

igual a agentes con capacidades económicas desiguales; el segundo, condicionado, reduce 

los incentivos de los colectivos con menor renta (aquellos beneficiarios del subsidio) a 

enriquecerse y dejar de percibir el subsidio.  

Una de las características más especiales y que nos pueden ayudar mejor a 

comprender el actual Estado del mercado de la vivienda es que son muy pocos los países 

europeos sin este sistema de ayudas a la vivienda en alquiler, y todos ellos se encuentra en 

el sur de Europa. Por ejemplo, en España se desgravaba el alquiler hasta la última reforma 

legal, en el 1999. En Grecia las subvenciones corren a cargo de organizaciones de 

trabajadores. Mientras, en el norte de Europa, la cantidad de viviendas que se benefician de 

este tipo de ayudas varía del 25% en Gran Bretaña al 15% en Holanda o Francia. Sin 

embargo, la tendencia de los últimos años es, como en otras políticas, focalizar los recursos 

públicos en los sectores más desfavorecidos. En este sentido, el 60% de las subvenciones a 

la vivienda en Suecia van dirigidas a gente mayor.  
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La importancia de esta política a nivel europeo, al margen de la nula aplicación en 

territorio español, se remarca notablemente en el Housing Green Paper: 

La opción que podría garantizar el mejor equilibrio entre riesgos y ganancias seria la que pidiera a 

los clientes del alquiler una contribución del 20% del mismo, con el restante 80% financiado por el housing 

benefit.34  

 

Estímulos fiscales 

La complejidad de los estímulos fiscales, una de las mayores herramientas 

moduladoras de la oferta, es un fenómeno contrastado en toda Europa. Un resumen 

demasiado detallado de la regulación fiscal entorpecería el objetivo último de este trabajo. 

Sin embargo, es necesario destacar la gran disparidad que, a nivel fiscal, se manifiesta en 

Europa en la actualidad. Las diferentes políticas de la vivienda son las causantes de tal 

discrepancia. Dependiendo de la importancia que se le ha querido dar a un tipo de 

comportamiento económico, se le ha premiado con exenciones o castigado con cargas. En 

España tradicionalmente se le ha dado mucha importancia a la vivienda en propiedad, con 

desgravaciones en el IRPF incluidas, mientras que no han existido desgravaciones en el 

alquiler y las ayudas a la oferta del mismo han sido irrisorias.  

El siguiente cuadro remarca las divergencias citadas: 

 

Fiscalidad del sector inmobiliario, 1996 

 
IVA 

rehabilitación 
IVA nuevas 
viviendas 

Impuesto 
sobre 

transmisiones 
Alemania 15 15 (4) 2 (5) 
Austria 20 20 + 
Bélgica 6/21 (1) 6/21 (1) 12,5 
Dinamarca 25 25 1 (5) 
España 16 (2) 7/4 (2) 6/7 (6) 
Finlandia 22 22 + (5) 
Francia 20,6 5,5/20,6 (3) 7 (3) 
Grecia 18 18 9,3/11,3 
Holanda 18 18 6 (7) 
Irlanda 13 13 0/6 (9) 
Italia 4/19 4 8 
Portugal 5/16 (3)  10 
Reino Unido 18 0 1 (10) 
Suecia 25 25 + 
 
(1) Según la antigüedad de la vivienda o el tipo de promoción 
social. 

                                                 
34 Department of Enviroment, Transport and Regions (2000); Quality and Choice:a decent home for all. The 
Housing Green Paper. Londres. Páginas 117-120 
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(2) 16% sobre los materiales, el suelo y los servicios; 4% en el 
régimen especial y la promoción pública, 7% en los contratos entre el 
promotor y el empresario y en la compra de la primera vivienda. 
(3) Francia 5,5% en el suelo reservado para viviendas sociales. 
Portugal 5% en las viviendas sociales. 
(4) IVA en la construcción, únicamente si es independiente en la 
adquisición del suelo. 
(5) Impuesto de transmisiones para la transferencia de cualquier 
vivienda. 
(6) Las segundas y posteriores adquisiciones además del 
impuesto sobre los actos jurídicos documentados. 
(7) Únicamente para la transferencia de vivienda ya existente. 
(8) Este impuesto es recaudado por los departamentos; no hay 
ninguna cifra nacional disponible. 
(9) Las transmisiones entre dos miembros de una familia y las 
viviendas nuevas de menos de 125 m2 están exentos. 
(10) Si la transmisión inmobiliaria es de más de 60.000 libras, el 
impuesto equivale al 1% del total de la transmisión. 

FUENTE: Comisión Europea, 1998 
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3. Conclusiones 

 

La relación entre España y el sector inmobiliario ha sido des de siempre una 

dicotomía amor/odio permanente. Mientras muchos patrimonios –incluidos los de las 

familias propietarias y no sólo los de las grandes constructoras– se acrecentaban, miles de 

voces se alzaban y rugían a favor de una mayor intervención estatal. Nuestro estudio se ha 

centrado en este colectivo, en la accesibilidad; no hemos entrado en mayor detalle de las 

características de un crecimiento económico basado en este tipo de inversión. 

La respuesta pública a estas necesidades se tiene que vertebrar sobre dos grandes 

pilares: las viviendas de protección oficial y las medidas orientadas a rejuvenecer el mercado 

del alquiler. Mucha de la bibliografía que hemos utilizado también propugna políticas de 

oferta ya que, según su visión, la escasez de suelo ha sido el principal causante del 

encarecimiento de los pisos. Está línea de investigación fue descartada des del primer 

momento porque no hemos hallado suficientes indicios como para dar credibilidad a esta 

hipótesis. 

Algunos medios de comunicación nos presentan los pisos de protección oficial 

como la gran panacea al problema de acceso a la vivienda. Su repercusión, aún siendo 

importante, es limitada. En primer lugar, nos tenemos que enfrentar a sus costes de 

realización: las múltiples disyuntivas y gastos a los que incurre la Administración son en 

beneficio de unos pocos y en detrimento de muchos. Además, surge otra pega: como 

diseñar un sistema de asignación adecuado para trasmitir un sistema de incentivos que 

valore la movilidad y la buena situación de los emplazamientos favoreciendo efectivamente 

a los colectivos adjudicatarios. 

Al ser una política de resultados limitados, el mercado de alquiler privado se plantea 

como la segunda medida complementaria para dar facilidad al acceso de la vivienda. Este 

tipo de tenencia tiene efectos macroeconómicos muy benevolentes para los hogares: 

motiva la movilidad, mayor adaptabilidad al mercado laboral y la reducción del paro, reduce 

la carga del presupuesto doméstico de la vivienda y, en definitiva, deja una mayor renta 

bruta por familia. 

Políticas indirectas o directas que ayudan al fortalecimiento de este tipo de mercado 

serían idóneas para mejorar la accesibilidad y, de paso, la situación de las familias. En 

primer lugar, sería interesante valorar la posibilidad de que los pisos vacíos, el stock de 

capital ya existente, pasasen a engrosar la oferta de vivienda libre. Esto se puede alcanzar 

no con expropiaciones sino con dotar a los propietarios de una seguridad de la cual hoy no 
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gozan. También se podrían conceder subsidios a las rehabilitaciones ya que muchos de los 

pisos deshabitados no cumplen los mínimos requisitos para su ocupación. Otro aspecto a 

cambiar sería la política de desgravaciones a la propiedad; esto actúa en claro perjuicio de la 

demanda del alquiler. No se entiende como el gobierno puede realizar medidas tan 

contradictorias en el seno de la política de la vivienda. Las ayudas a los inquilinos podrían 

compensar esta asimetría histórica y dotar de mayor fuerza a la demanda de alquiler. 

Sin embargo, cualquier consideración sobre el futuro y éxito de las propuestas 

estatales de accesibilidad a la vivienda deben estar supeditadas a actuaciones transversales. 

Dicho de otra forma, no podemos hacer accesible el mercado de la vivienda creando solo 

viviendas protegidas. Es necesaria, como decimos, que la intervención pública maneje los 

hilos cuando sea necesario. En este sentido podemos destacar los cambios competenciales, 

las nueves fuentes de financiación, la política fiscal o las ayudas a las personas como 

medidas incentivadoras que modifican el comportamiento de los agentes justamente en el 

mismo sentido en el que lo hacen la creación de VPO y el mercado del alquiler. 

No conocemos con certeza el alcance de los resultados de todas estas 

recomendaciones. Pero, partiendo del estudio realizado y manteniendo una política de largo 

plazo y no contradictoria, los problemas de accesibilidad a la vivienda tendrían que 

aminorar. 
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